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CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE,

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA


ORDEN DEL DÍA DE LA DÉCIMA SÉPTIMA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, CORRESPONDIENTE AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.

10 DE JUNIO DE 2008.

DIPUTADO PRESIDENTE: ANTONIO JUAN MARCOS VILLARREAL.

1.- LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA.

2.- LECTURA, DISCUSIÓN Y APROBACIÓN, EN SU CASO, DEL ORDEN DEL DÍA PROPUESTO PARA EL DESARROLLO DE ESTA SESIÓN.

3.- LECTURA Y APROBACIÓN DE LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR. 

4.- LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

5.- LECTURA DEL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.  
6.- LECTURA DE INICIATIVAS DE REFORMA A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO:

A.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE DECRETO PARA MODIFICAR Y ADICIONAR EL NUMERAL 5 DE LA FRACCIÓN VII, DEL ARTÍCULO 7; NUMERAL 4 DE LA FRACCIÓN III, DEL ARTÍCULO 27; LA FRACCIÓN VII, DEL ARTÍCULO 62; EL PÁRRAFO SEGUNDO DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 67; LA FRACCIÓN II, DEL ARTÍCULO 158-J; EL ARTÍCULO 158-L; Y LOS ARTÍCULOS 165 Y 195 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA, SOBRE “UNIFICACIÓN EN EL MODO O FORMA DE LA MAYORÍA CALIFICADA REQUERIDA PARA LA APROBACIÓN DE DETERMINADOS ACTOS LEGISLATIVOS”, PLANTEADA POR EL DIPUTADO JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO Y JOSÉ FRANCISCO CORTÉS LOZANO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “VICENTE FOX QUESADA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

7.- INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS:
A.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE DECRETO PARA EXPEDIR LA LEY DE PROTECCIÓN PARA LAS VÍCTIMAS DE LA USURA EN EL ESTADO DE COAHUILA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “VICENTE FOX QUESADA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

8.- SEGUNDA LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN, DE UN DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO PARA REFORMAR LOS ARTÍCULOS 49 Y 84 FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; SOBRE “EL TRÁMITE DEL INFORME DEL GOBERNADOR EN SU ÚLTIMO MES DE MANDATO”, PLANTEADA POR EL DIPUTADO LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GENERAL FELIPE ANGELES”, DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA; ASÍ COMO A UNA SEGUNDA INICIATIVA  DE DECRETO PARA REFORMAR LOS ARTÍCULOS 49 Y 84 FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SOBRE “EL INFORME ANUAL QUE RINDE EL GOBERNADOR DEL ESTADO ANTE EL CONGRESO, EN RELACIÓN AL ESTADO GENERAL QUE GUARDA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL”, PLANTEADA POR LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JESÚS REYES HEROLES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.
9.- LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DE DICTÁMENES EN CARTERA:

A.- DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO PARA EXPEDIR LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LAS DIPUTADAS JULIETA LÓPEZ FUENTES, JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE, SILVIA GUADALUPE GARZA GALVÁN, LETICIA RIVERA SOTO Y EL DIPUTADO FRANCISCO JAVIER Z´ CRUZ SÁNCHEZ, COMO INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE EQUIDAD Y GÉNERO.

10.- PROPOSICIONES DE GRUPOS PARLAMENTARIOS Y DIPUTADOS:


A.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO JOSÉ LUIS ALCALÁ DE LA PEÑA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JESÚS REYES HEROLES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INTITUCIONAL, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE “EXHORTO AL CONGRESO DE LA UNIÓN PARA PERFECCIONAR LOS MECANISMOS EXISTENTES RESPECTO A LA DEFENSA DE LA LIBERTAD DE PRENSA Y LA SEGURIDAD DE LOS COMUNICADORES”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN
B.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GENERAL FELIPE ANGELES”, DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO  “ADHESIÓN AL DICTAMEN APROBADO POR LA COMISIÓN PERMANENTE DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, EN RELACIÓN A LA MINA PASTA DE CONCHOS”.


DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN
C.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO ALFIO VEGA DE LA PEÑA, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉS Y LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES, Y LAS DIPUTADAS JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE Y LETICIA RIVERA SOTO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JESÚS REYES HEROLES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INTITUCIONAL, SOBRE “MÓDULOS DE INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN
D.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO ALFIO VEGA DE LA PEÑA, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES Y LAS DIPUTADAS JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE Y LETICIA RIVERA SOTO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JESÚS REYES HEROLES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INTITUCIONAL, SOBRE “SUSPENSIÓN DE LOS MENSAJES DEL GOBIERNO FEDERAL”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN
11.- CLAUSURA DE LA SESIÓN Y CITATORIO PARA LA PRÓXIMA SESIÓN.

MINUTA DE LA DÉCIMA SEXTA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, CORRESPONDIENTE AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA, EN LAS INSTALACIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO, Y SIENDO LAS 11:18 HORAS, DEL DIA 3 DE JUNIO DE 2008, DIO INICIO LA SESIÓN, ESTANDO PRESENTES 24 DE 35 DIPUTADAS Y DIPUTADOS, DIO INICIO LA SESIÓN, CON LA ACLARACIÓN DE LA PRESIDENCIA EN SENTIDO QUE LOS DIPUTADOS RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉS, LUIS GURZA JAIDAR, LUIS ALBERTO MENDOZA BALDERAS, CESAR FLORES SOSA Y JORGE ALBERTO GUAJARDO GARZA, DIERON AVISO QUE NO ASISTIRÍAN A LA SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD, CON LA SOLICITUD DEL DIPUTADO JUAN CARLOS AYUP GUERRERO PARA AGREGAR EN EL ORDEN DEL DÍA UN PRONUNCIAMIENTO SOBRE “CAMPEONATO DEL CLUB SANTOS LAGUNA”.

2.- SE DISPENSÓ LA LECTURA DE LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, EL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y EL INFORME DEL TRAMITE DE LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN ANTERIOR. ACTO SEGUIDO LA PRESIDENCIA PUSO A 2008, CONSIDERACIÓN DEL PLENO LA APROBACIÓN DE LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD.

3.- SE DIO PRIMERA LECTURA A LA INICIATIVA DE DECRETO PARA EXPEDIR LA LEY DE PROTECCIÓN PARA LAS VÍCTIMAS DE LA USURA EN EL ESTADO DE COAHUILA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “VICENTE FOX QUESADA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA SEÑALÓ QUE A ESTA INICIATIVA DEBERÁ DARSE SEGUNDA LECTURA EN UNA PRÓXIMA SESIÓN.

4.- SE DISPENSÓ LA SEGUNDA LECTURA DE LA INICIATIVA DE DECRETO PARA EXPEDIR LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LAS DIPUTADAS JULIETA LÓPEZ FUENTES, JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE, SILVIA GUADALUPE GARZA GALVÁN, LETICIA RIVERA SOTO Y EL DIPUTADO JAVIER Z´ CRUZ SÁNCHEZ, INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE EQUIDAD Y GÉNERO, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

5.- SE DISPENSÓ LA SEGUNDA LECTURA DE LA INICIATIVA DE DECRETO PARA REFORMAR EL ARTÍCULO 120 Y DEROGAR LOS ARTÍCULOS 327 Y 328, ASÍ COMO EL CAPÍTULO SÉPTIMO, DEL TÍTULO ÚNICO DEL APARTADO TERCERO, DEL LIBRO SEGUNDO, PARTE ESPECIAL, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, “PARA ELIMINAR DE DICHO ORDENAMIENTO, LA FIGURA TÍPICA DEL ADULTERIO”, PLANTEADA POR EL DIPUTADO FRANCISCO SARACHO NAVARRO, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE JUSTICIA PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

6.- SE DIO PRIMERA LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO PARA REFORMAR LOS ARTÍCULOS 49 Y 84 FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; SOBRE “EL TRÁMITE DEL INFORME DEL GOBERNADOR EN SU ÚLTIMO MES DE MANDATO”, PLANTEADA POR EL DIPUTADO LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GENERAL FELIPE ANGELES”, DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA; ASÍ COMO A UNA SEGUNDA INICIATIVA  DE DECRETO PARA REFORMAR LOS ARTÍCULOS 49 Y 84 FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SOBRE “EL INFORME ANUAL QUE RINDE EL GOBERNADOR DEL ESTADO ANTE EL CONGRESO, EN RELACIÓN AL ESTADO GENERAL QUE GUARDA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL”, PLANTEADA POR LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JESÚS REYES HEROLES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA SEÑALÓ QUE A ESTE DICTAMEN DEBERÁ DARSE SEGUNDA LECTURA CON UN INTERVALO DE SEIS DÍAS, POR LO QUE EN SU OPORTUNIDAD SERÁ AGENDADO PARA ESTE EFECTO.
7.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS EL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON RELACIÓN A LA INICIATIVA DE REFORMA A DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO, LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA, LEY DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA POLÍTICO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE COAHUILA Y LEY DEL INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA, SOBRE “INICIATIVA POPULAR”, PROPUESTA POR EL PROFESOR HUMBERTO MOREIRA VALDÉS, GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO.
8.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADA LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, SOBRE “SOLICITUD A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA, EN RELACIÓN AL RECHAZO DE LA CUENTA PÚBLICA EN EL MUNICIPIO DE TORREÓN, POR PARTE DEL CABILDO”, PRESENTADA POR EL DIPUTADO DEMETRIO ANTONIO ZÚÑIGA SÁNCHEZ, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ Y LA DIPUTADA LETICIA RIVERA SOTO.

9.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, SOBRE “EXHORTO A LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, ASÍ COMO A LA PROFEPA, A FIN DE QUE EN EL ÁMBITO DE SUS FACULTADES, CONSIDEREN LA POSIBILIDAD DE OTORGAR AUTORIZACIÓN PROVISIONAL CON CARÁCTER INMEDIATO, PARA QUE LA POZA DE LA BECERRA UBICADA EN CUATRO CIÉNEGAS PUEDA ABRIR DE NUEVO AL PÚBLICO, MIENTRAS SE RESUELVEN LOS TRÁMITES LEGALES”, PRESENTADA POR LA DIPUTADA SILVIA GUADALUPE GARZA GALVÁN, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “VICENTE FOX QUESADA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, CON EL AGREGADO DEL DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ EN LO SIGUIENTES TÉRMINOS:

PRIMERO.-  QUE  ESTA SOBERANÍA ENVÍE UN ATENTO EXHORTO A LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, ASÍ COMO A LA PROCURADURÍA FEDERAL DE PROTECCIÓN AL AMBIENTE, A FIN DE QUE EN EL ÁMBITO DE SUS FACULTADES, CONSIDEREN LA POSIBILIDAD DE FIRMAR UN CONVENIO PARA LA CONCLUSIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA QUE LA POZA DE LA BECERRA PUEDA ABRIRSE DE NUEVO AL PÚBLICO MIENTRAS SE RESUELVEN LOS TRÁMITES LEGALES. 

SEGUNDO.- QUE SE EXHORTE A LA SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, PARA QUE, A LA BREVEDAD POSIBLE, SE LLEVE A CABO UNA INVESTIGACIÓN EN LA PERSONA DEL FUNCIONARIO JULIO CARRERA LÓPEZ, COORDINADOR REGIONAL  DEL ÁREA NATURAL PROTEGIDA, SOBRE LAS ACTIVIDADES QUE REALIZA ESTE FUNCIONARIO DENTRO DE SU ÁMBITO LABORAL, YA QUE SU ACTUACIÓN EN REITERADAS OCASIONES, HA ESTADO FUERA DE LA LEY APLICABLE EN LA MATERIA.

TERCERO.- SE SOLICITE A LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, QUE DENTRO DE SUS FACULTADES, SE ACTUALICE EL PROGRAMA DE MANEJO DEL ÁREA PROTEGIDA, ASIMISMO, SE CONSIDERE LA OPINIÓN DEL CONSEJO ASESOR DEL ÁREA, COMO LO MARCA EL ARTÍCULO 20, FRACCIÓN III, DEL REGLAMENTO DE LAS ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS DE LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO  ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE.

10.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADA LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, “EN RELACIÓN AL TRÁMITE Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN CONOCIDO COMO INICIATIVA MÉRIDA”, PLANTEADA POR EL DIPUTADO LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ.

11.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADA LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, SOBRE “RELATIVA A LA ZONA METROPOLITANA DE LA LAGUNA”, PLANTEADA  POR EL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ, CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA Y EL DIPUTADO ANTONIO JUAN MARCOS VILLARREAL.

12.- SE APROBÓ POR MAYORÍA DE VOTOS Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADA LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, “LA NECESIDAD DE QUE EL CONGRESO DEL ESTADO, SE PRONUNCIE EN APOYO DEL CONGRESO DE LA UNIÓN PARA OBTENER UNA RENDICIÓN DE CUENTAS DEL EJECUTIVO FEDERAL, CON RESPECTO A LA AUSENCIA DE EXCEDENTES PETROLEROS EN LO QUE VA DEL PRESENTE AÑO”, PLANTEADA POR EL DIPUTADO JOSÉ LUIS ALCALÁ DE LA PEÑA.

13.- SE TURNÓ A LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS Y DE TRANSPORTES, PAR LOS EFECTOS PROCEDENTES LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO “CON EL FIN DE SOLICITAR QUE LOS CONCESIONARIOS DE LAS AUTOPISTAS DEN EL MANTENIMIENTO PREVENTIVO Y CORRECTIVO A LAS MISMAS EN TODO EL ESTADO DE COAHUILA”, PRESENTADA POR EL DIPUTADO JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS ANTONIO JUAN MARCOS VILLARREAL, ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ, JUAN CARLOS AYUP GUERRERO Y JORGE ANTONIO ABDALA SERNA.

14.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO SOBRE “CONMEMORACIÓN AL DÍA INTERNACIONAL DE LAS NIÑAS Y LOS NIÑOS VÍCTIMAS INOCENTES DE LA AGRESIÓN”, PRESENTADO POR LA DIPUTADA JULIETA LÓPEZ FUENTES.

15.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO SOBRE “DÍA MUNDIAL DEL MEDIO AMBIENTE”, PRESENTADO POR EL DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ.

16.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO SOBRE “EL CAMPEONATO DEL CLUB SANTOS LAGUNA”, PRESENTADO POR EL DIPUTADO JUAN CARLOS AYUP GUERREO, EN REPRESENTACIÓN DE LOS INTEGRANTES DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO

DESPUÉS DE INICIADA LA SESIÓN, EN BREVE TIEMPO SE PRESENTARON LOS DIPUTADOS QUE NO PASARON LISTA EN SU MOMENTO, PRESENTÁNDOSE FINALMENTE 30 DE 35 LEGISLADORES.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN, SIENDO LAS 17:11 HORAS DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A SESIONAR A LAS 11:00 HORAS, EL MARTES 10 DE JUNIO DE 2008.

SALTILLO, COAHUILA, A 10 DE JUNIO DE 2008

DIP. ANTONIO JUAN MARCOS VILLARREAL

PRESIDENTE

	DIP. LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES
SECRETARIO
	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA 
SECRETARIO


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

10 DE JUNIO DE 2008.

1.- OFICIO DEL SECRETARIO DE GOBIERNO, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA INICIATIVA DE LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE LOS DATOS PERSONALES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

2.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE PIEDRAS NEGRAS, COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DE UN INMUEBLE UBICADO EN LA COLONIA “EL CENIZO”, DE ESA CIUDAD, CON EL FIN DE ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO, A FAVOR DEL CENTRO CULTURAL RESTAURACIÓN, A.C., PARA LA COSNTRUCCIÓN DE UN CENTRO COMUNITARIO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

3.- PRESUPUESTO DE EGRESOS DEL MUNICIPIO DE FRANCISCO I. MADERO, COAHUILA, CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO FISCAL 2008.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

4.- AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA CUATRIMESTRAL, DEL MUNICIPIO DE RAMOS ARIZPE, COAHUILA, DEL PERIODO COMPRENDIDO DEL 1º DE ENERO AL 30 DE ABRIL DE 2008.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

5.- INFORME DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA DEL INSTITUTO COAHUILENSE DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, CORRESPONDIENTE AL PRIMER CUATRIMESTRE DE 2008.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

6.- INFORME DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA DEL INSTITUTO DE EDUCACIÓN PARA LOS ADULTOS, POR EL PERIODO ENERO-ABRIL Y ACUMULADO DE ENERO AL MES DE ABRIL DEL EJERCICIO FISCAL 2008.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

7.- AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA DE LA UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DEL NORTE DE COAHIULA, CORRESPONDIENTE AL PRIMER TETRAMESTRE DE 2008. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

8.- INFORME DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA DEL COLEGIO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS DEL ESTADO DE COAHUILA, CORRESPONDIENTE AL PERÍODO DE ENERO AL MES DE ABRIL DE 2008.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

9.- AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA DEL SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ALLENDE, COAHUILA, CORRESPONDIENTE AL PRIMER CUATRIMESTRE DE 2008.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

10.- ESCRITO DE LA C. FLORENCIA ÁLVAREZ CARRANZA, MEDIANTE EL CUAL, HACE DEL CONOCIMIENTO DE ESTE H. CONGRESO DEL ESTADO, UNA PROBLEMÁTICA CON RELACIÓN A UN CRÉDITO QUE SE LE OTORGÓ POR PARTE DEL INFONAVIT.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 3 DE JUNIO DE 2008.



Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 3 de junio de 2008, la Presidencia de la Mesa Directiva informa lo siguiente:

1.- Se formuló una comunicación dirigida a la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública del Congreso del Estado, para hacer de su conocimiento el Punto de Acuerdo aprobado, respecto a la Proposición sobre “Solicitud a la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, en relación al rechazo de la Cuenta Pública en el Municipio de Torreón, por parte del Cabildo”, planteada por los Diputados Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez, Román Alberto Cepeda González y la Diputada Leticia Rivera Soto, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional. 

2.- Se formularon comunicaciones dirigidas a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales del Gobierno Federal, a la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente y a la Secretaría de la Función Pública Federal, para hacer de su conocimiento el Punto de Acuerdo aprobado que derivó de la Proposición sobre “Exhorto a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, así como a la PROFEPA, a fin de que en el ámbito de sus facultades, consideren la posibilidad de otorgar autorización provisional con carácter inmediato, para que la Poza de la Becerra, ubicada en Cuatro Ciénegas, pueda abrirse de nuevo al público, mientras se resuelven los trámites legales”, planteada por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional.
3.- Se formularon comunicaciones dirigidas al Ejecutivo Federal,  a la Comisión Permanente del Congreso de la Unión y a las Legislaturas de los Estados de la República, para hacer de su conocimiento el Punto de Acuerdo aprobado que derivó de la Proposición “En relación al trámite y, en su caso, aprobación del convenio de colaboración conocido como Iniciativa Mérida”, planteada por el Diputado Lorenzo Dávila Hernández, del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles”, del Partido de la Revolución Democrática.
4.- Se formularon comunicaciones dirigidas al Presidente de la Junta de Gobierno de éste H. Congreso, así como al Congreso del Estado de Durango, para hacer de su conocimiento el Punto de Acuerdo aprobado, respecto a la Proposición “Relativa a la Zona Metropolitana de la Laguna”, planteada por el Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México, conjuntamente con el Diputado José Ignacio Máynez Varela, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional, y el Diputado Antonio Juan Marcos Villarreal, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
5.- Se formularon comunicaciones dirigidas al Congreso de la Unión, así como a los Congresos de los Estados, para hacer de su conocimiento el Punto de Acuerdo aprobado, respecto a la Proposición sobre “La necesidad de que el Congreso del Estado, se pronuncie en apoyo del Congreso de la Unión para obtener una rendición de cuentas del Ejecutivo Federal, con respecto a la ausencia de excedentes petroleros en lo que va del presente año”, planteada por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
6.- Se formuló una comunicación mediante la cual se turna a la Comisión de Obras Públicas y Transportes, la Proposición con Punto de Acuerdo “Con el fin de solicitar que los concesionarios de las autopistas, den el mantenimiento preventivo y correctivo a las mismas, en todo el Estado de Coahuila”, planteada por los Diputados José Luis Moreno Aguirre, Antonio Juan Marcos Villarreal, Román Alberto Cepeda González, Juan Carlos Ayup Guerrero y Jorge Antonio Abdala Serna, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.

A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA, A 10 DE JUNIO DE 2008.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. ANTONIO JUAN MARCOS VILLARREAL.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL 

ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, conjuntamente con los diputados José Antonio Jacinto Pacheco y José Francisco Cortés Lozano, integrantes del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I y 67 Fracción I, 196 y 197 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 48 FRACCION V, 181 FRACCIÓN I, 195, 196 Y 197  de la Ley Orgánica del Congreso Local,  presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA MODIFICAR Y ADICIONAR  LOS SIGUIENTES ARTÍCULOS: numeral 5 de la Fracción VII del Artículo 7º;  numeral 4 de la Fracción III del Artículo 27; la Fracción VII del artículo 62; el Párrafo Segundo de la Fracción V del artículo 67; la Fracción II del artículo 158-J; el artículo 158-L; el artículo 165 y el 195, todos DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA.

Con base en la siguiente:
Exposición de motivos

Revestir una ley de certeza y eficacia es deber de toda legislatura federal o estatal. En volúmenes normativos tan abundantes como los que caracterizan a la federación y a las entidades de México, es cosa común encontrarse a veces con discrepancias entres leyes de un mismo nivel de aplicación, o, entre disposiciones constitucionales y las leyes que emanan de ellas.

Esto genera confusión y problemas de interpretación en unos casos, y conflictos  de tipo controversia constitucional o acciones de inconstitucionalidad por falta de claridad en las leyes o en las disposiciones que con carácter de supremas rigen a la Nación y, a los estados de la República. 

Para tomar determinaciones importantes dentro de las legislaturas locales  en todos los casos se establece lo que llamamos mayoría calificada; figura que rige el criterio de votación con que habrán de acordarse las decisiones más importantes, los procesos legislativos o de elección de funcionarios públicos en cada congreso estatal, así como otras resoluciones de importancia trascendental para la vida pública de la entidad. 

En el sitio WEB de nuestro Congreso, podemos hallar en la sección llamada Poder Legislativo/Proceso Legislativo la acepción que se da a la frase “mayoría calificada”, y que dice: Mayoría Calificada.- La que determine la Constitución o la Ley (dos terceras partes de los Diputados presentes).
En este orden de ideas, nuestra Constitución Política del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza,  establece las siguientes formas de mayoría calificada:

Artículo 7º. Dentro del territorio del Estado, esta Constitución reconoce a todas las personas el disfrute de sus derechos fundamentales. Por tanto, las autoridades deberán establecer los mecanismos que garanticen su pleno ejercicio. En consecuencia, todos los que habiten o residan, así sea accidentalmente en el territorio Coahuilense, gozarán de las prerrogativas que reconoce la Constitución General de la República y que confirma la presente.

Párrafo Cuarto, Fracción VII, Numeral Cinco…

Toda persona tiene derecho a la información pública. La garantía de acceso a la información pública, se definirá a partir de los principios siguientes:

VII. La constitución de un organismo público autónomo conforme a las bases previstas en esta Constitución y las siguientes:

5.
Sus integrantes serán designados por el voto de cuando menos las dos terceras partes del Congreso del Estado, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley.

Artículo 27. Los ciudadanos, mediante el ejercicio del voto, y de entre los candidatos propuestos por los partidos políticos, elegirán a los diputados locales, al Gobernador del Estado y a los integrantes de los ayuntamientos. Para ello, se observará un procedimiento eleccionario que garantice la seguridad jurídica de los electores…

III. 
La organización de las elecciones locales y de los procedimientos del plebiscito y del referendo es una función estatal, que se realizará a través de un organismo público autónomo denominado Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio. 

El Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, se constituirá conforme a las bases siguientes:

4.
Los consejeros electorales propietarios y suplentes serán designados y ratificados, en su caso, por el voto de cuando menos las dos terceras partes del Pleno, en los términos y conforme a los procedimientos que disponga la ley.

En relación con la presentación de iniciativas de ley, se dispone lo siguiente:

Artículo 62. Toda iniciativa de ley o decreto deberá sujetarse a los trámites siguientes:

VII. Si el proyecto devuelto con observaciones por el Ejecutivo, fuere confirmado por las dos terceras partes del número total de votos, se declarará ley o decreto y  se enviará de nuevo al Ejecutivo, para su promulgación, publicación y observancia.

Artículo 63. En caso de urgencia notoria calificada por la mayoría de los Diputados presentes, el Congreso puede dispensar los trámites; pero en ningún caso podrá reducir a menos de tres días el plazo concedido al Ejecutivo para presentar observaciones.

Asimismo, el artículo 67, Fracción V de la Ley Suprema Coahuilense dispone  distintos porcentajes de votación:

Artículo 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

V. Nombrar y, en su caso, ratificar a los funcionarios electorales que por ley le corresponda designar al Congreso del Estado.

Designar a los integrantes del organismo público autónomo a que se refiere la fracción VII del artículo 7º de esta Constitución, con el voto de cuando menos las dos terceras partes de los miembros del Congreso del Estado, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley.

XXXI. A petición de más de la mitad de sus miembros, integrar comisiones para investigar el funcionamiento de los Municipios, los organismos descentralizados y empresas de participación estatal mayoritaria. Los resultados de las investigaciones se harán del conocimiento del Gobernador.

XXXIV.- Revisar, por conducto de su entidad de fiscalización superior denominada Auditoria Superior del Estado, en los términos previstos en la ley, las cuentas públicas de los Poderes del Estado, municipios y de los organismos públicos autónomos y de las demás entidades que se encuentren bajo su ámbito de influencia y cuya gestión presupuestal y programática no esté incorporada en su cuenta pública.

Párrafo Tercero, inciso d)…

La Auditoría Superior del Estado es un órgano con autonomía técnica y de gestión, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Dicha autonomía le permitirá el ejercicio de sus atribuciones y la decisión sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley.

Tendrá a su cargo:

d)…..

El Auditor Superior del Estado será designado por las dos terceras partes de los legisladores presentes del Pleno del Congreso Local en los términos de las disposiciones aplicables; en caso de no obtenerse esta mayoría calificada habrá una segunda votación, y si en esta tampoco se logra la mayoría calificada, su designación se hará por simple mayoría de los presentes; será inamovible y su remoción sólo podrá realizarse por las causas graves y mediante el procedimiento previsto en la ley; durará en su encargo ocho años y podrá ser ratificado para un segundo período.

Y continuando con las diferencias…

Artículo 136. La competencia, organización y atribuciones del Tribunal Superior de Justicia, así como facultades, deberes y responsabilidades de los magistrados, se regirán por esta Constitución y demás leyes. Será Presidente del Tribunal, el magistrado que designe el Pleno, en los términos establecidos por la ley de la materia, y durará en su encargo cinco años y podrá ser reelecto por igual término. Mientras ejerza su función no integrara sala. 

Apartado….

A.- El Tribunal Electoral es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía, independencia y de plena jurisdicción, y funcionará conforme a las bases generales siguientes:

II. La designación de los magistrados del Tribunal Electoral deberá contar con la aprobación de cuando menos las dos terceras partes de los miembros presentes del Congreso del Estado en la sesión de que se trate. El procedimiento de designación se sujetará a lo dispuesto por el artículo 146 de esta Constitución y demás leyes aplicables.

Artículo 158-J. El Congreso del Estado podrá crear, fusionar y suprimir Municipios; así como modificar su extensión territorial, con base en las reglas siguientes:

I. Se iniciará el procedimiento ante el Congreso del Estado sólo a instancia del Ayuntamiento o Ayuntamientos interesados o, en su caso, a través del Ejecutivo del Estado. 

II. En todo caso, el Congreso del Estado deberá oír a las partes interesadas y al Ejecutivo del Estado. Su resolución definitiva deberá tener el voto de las dos terceras partes de sus miembros.

Artículo 158-L. El Congreso del Estado, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes y por causa grave que determine la ley, podrán suspender Ayuntamientos o, en su caso, Concejos Municipales, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, siempre y cuando, en todos estos casos, se les otorgue las garantías de audiencia y de legalidad. 

Artículo 158-M. Cuando por cualquier circunstancia no se haya verificado la elección de munícipes antes del día señalado por la ley para la renovación del Ayuntamiento o cuando hubiere sido declarada nula, así como en el caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o un Concejo Municipal por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, el Congreso del Estado constituirá un Concejo Municipal, conforme a las bases siguientes:

II. Para realizar la designación, el Congreso del Estado por acuerdo de la mayoría de sus miembros presentes, presentará una terna de vecinos para cada cargo del Concejo Municipal. Para tal efecto, podrán recibir propuestas de la ciudadanía de los Municipios que correspondan, bajo los requisitos, condiciones y límites que se fijen en la convocatoria respectiva. 

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso​-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el procurador general de justicia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los concejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.

Artículo 195. Todos los ciudadanos tienen derecho de reclamar, conforme lo previsto en esta Constitución y las leyes, al Congreso y ante las autoridades que las mismas determinen, sobre la inobservancia o infracción de la Constitución, a fin de que se haga efectiva la responsabilidad de los infractores.

Esta Constitución garantiza el ejercicio libre, democrático y equitativo de los Derechos Humanos. Su estudio, protección, difusión y promoción se realizará a través de un Organismo Público Autónomo denominado Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, dotado de personalidad jurídica y patrimonio  propio.

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, se constituirá conforme a lo siguiente:

4. El Presidente de la Comisión, así como los consejeros, propietarios y suplentes, serán designados por el voto de la mayoría de los miembros del Congreso del Estado, en los términos y conforme a los procedimientos que disponga la ley.

Artículo 196. La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:

III. Discusión del  dictamen y aprobación del mismo, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes.

En este tenor, podemos ver como para unos casos se hace mención de la mayoría calificada del total de los miembros del Congreso, y para otros, se refiere a las dos terceras partes de los miembros presentes del mismo.

Esta situación, si bien no es ilegal ni atenta contra normatividad alguna, plantea varias aristas, en primer lugar, la discrepancia no justificada: ¿Por qué o para qué contar con dos sistemas de mayoría calificada?, incluso para casos similares como lo es designar los consejeros del Instituto Estatal Electoral, donde se pide que sean electos por las dos terceras partes del total del Congreso, pero, cuando se trata de designar al Auditor Superior del Estado  se habla de las dos terceras partes de los presentes solamente. ¡Votaciones distintas para elecciones igual de importantes!....

Asimismo, podemos ver que para elegir a los magistrados del Tribunal Superior de Justicia de Coahuila, se requiere el voto de las dos terceras partes de los presentes. Por otra parte, una acto tan importante y trascendental como lo es reformar o adicionar la propia Ley Suprema que nos rige en la entidad, se requiere la votación de las dos terceras partes de los diputados presentes,  tal y como lo establece el dispositivo 196, Fracción III. 

En segundo lugar está el hecho de que la propia Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, dispone en artículos como el 187, Fracción IV, la votación de dos terceras partes de los diputados presentes….sólo por citar un ejemplo…

Consecuentes con la necesidad de armonizar nuestra legislación en aras de la certeza, la claridad, la objetividad y la imparcialidad, debemos tomar y aceptar un solo modo o forma de mayoría calificada que permita agilizar las decisiones de la legislatura, y brindar a los distintos procesos del H. Congreso del Estado nitidez y eficacia. 

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO.   Se modifican los atado nitida agilizar las decisiones de la legislatura, y brindar a las distintos procesos del H. do o eventualidadispositivos siguientes: numeral 5 de la Fracción VII del Artículo 7º;  numeral 4 de la Fracción III del Artículo 27; la Fracción VII del artículo 62; el Párrafo Segundo de la Fracción V del artículo 67; la Fracción II del artículo 158-J; el artículo 158-L; el artículo 165 y el 195, todos de la Constitución Política del Estado de Coahuila para quedar como sigue:

 Artículo 7º. Dentro del territorio del Estado, esta Constitución reconoce a todas las personas el disfrute de sus derechos fundamentales. Por tanto, las autoridades deberán establecer los mecanismos que garanticen su pleno ejercicio. En consecuencia, todos los que habiten o residan, así sea accidentalmente en el territorio Coahuilense, gozarán de las prerrogativas que reconoce la Constitución General de la República y que confirma la presente.

Párrafo Cuarto, Fracción VII, Numeral Cinco…

5. Sus integrantes serán designados por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes del Congreso del Estado, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley.

Artículo 27. Los ciudadanos, mediante el ejercicio del voto, y de entre los candidatos propuestos por los partidos políticos, elegirán a los diputados locales, al Gobernador del Estado y a los integrantes de los ayuntamientos. Para ello, se observará un procedimiento eleccionario que garantice la seguridad jurídica de los electores…

Fracción III, numeral cuatro…

4. Los consejeros electorales propietarios y suplentes serán designados y ratificados, en su caso, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los integrantes del Congreso que se encuentren presentes, en los términos y conforme a los procedimientos que disponga la ley.

Artículo 62. Toda iniciativa de ley o decreto deberá sujetarse a los trámites siguientes:

VII. Si el proyecto devuelto con observaciones por el Ejecutivo, fuere confirmado por las dos terceras partes del número de diputados presentes, se declarará ley o decreto y  se enviará de nuevo al Ejecutivo, para su promulgación, publicación y observancia.

Artículo 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

V. Nombrar y, en su caso, ratificar a los funcionarios electorales que por ley le corresponda designar al Congreso del Estado.

Designar a los integrantes del organismo público autónomo a que se refiere la fracción VII del artículo 7º de esta Constitución, con el voto de cuando menos las dos terceras partes de los miembros del Congreso del Estado que se encuentren presentes al momento de la designación, en los términos y conforme al procedimiento que disponga la ley.

Artículo 158-J. El Congreso del Estado podrá crear, fusionar y suprimir Municipios; así como modificar su extensión territorial, con base en las reglas siguientes:

I. Se iniciará el procedimiento ante el Congreso del Estado sólo a instancia del Ayuntamiento o Ayuntamientos interesados o, en su caso, a través del Ejecutivo del Estado. 

II. En todo caso, el Congreso del Estado deberá oír a las partes interesadas y al Ejecutivo del Estado. Su resolución definitiva deberá tener el voto de las dos terceras partes de sus miembros que se encuentren presentes al momento de emitir la votación.

Artículo 158-L. El Congreso del Estado, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes que se encuentren presentes y por causa grave que determine la ley, podrán suspender Ayuntamientos o, en su caso, Concejos Municipales, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, siempre y cuando, en todos estos casos, se les otorgue las garantías de audiencia y de legalidad. 

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso​-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el procurador general de justicia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los concejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes de sus miembros que se encuentren presentes, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.

Artículo 195. Todos los ciudadanos tienen derecho de reclamar, conforme lo previsto en esta Constitución y las leyes, al Congreso y ante las autoridades que las mismas determinen, sobre la inobservancia o infracción de la Constitución, a fin de que se haga efectiva la responsabilidad de los infractores.

Esta Constitución garantiza el ejercicio libre, democrático y equitativo de los Derechos Humanos. Su estudio, protección, difusión y promoción se realizará a través de un Organismo Público Autónomo denominado Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, dotado de personalidad jurídica y patrimonio  propio.

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, se constituirá conforme a lo siguiente:

4. El Presidente de la Comisión, así como los consejeros, propietarios y suplentes, serán designados por el voto de la mayoría de los miembros del Congreso del Estado que se encuentren presentes al momento de la votación, en los términos y conforme a los procedimientos que disponga la ley.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero.- Este decreto entrará en vigor  al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Segundo.-  Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 
ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila  a  10 de junio 2008
GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.A.N.

“LIC. VICENTE FOX QUESADA”

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA

DIP. JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO                      DIP. JOSÉ FRANCISCO CORTÉS LOZANO

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el diputado, José Antonio Jacinto Pacheco, conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I y 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 48 FRACCION V, 181 FRACCIÓN I, 195, 196 Y 197  de la Ley Orgánica del Congreso Local,  presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA  CREAR LA LEY DE PROTECCIÓN PARA LAS VÍCTMAS DE LA USURA EN EL ESTADO DE COAHUILA.

Con base en la siguiente:
Exposición de motivos

La usura es un mal que crece día a día y adopta nuevas formas para su propagación y práctica; afecta a todas las clases del tejido social, pero de especial forma a las llamadas clase media y baja, donde, por diversos factores las víctimas de esta práctica también considerada delito, son más vulnerables.

Los especialistas coinciden al señalar diversos aspectos como detonantes de la usura, pero, los dividen en “causas que la estimulan o promueven” y factores o causas que generan el hacer presa fácil a las personas que recurren a los usureros”, en este orden de ideas, se puede destacar que ante la complejidad y diversidad de regulaciones para acceder a los créditos oficiales y aquellos que brinda la banca privada formal y la banca de desarrollo, las personas deciden acudir a las casas de empeño, a las llamadas financieras y, a los agiotistas particulares para obtener dinero de forma rápida y engañosamente fácil. Esta razón es el principal motivo por el que las potenciales víctimas acuden  ante las personas físicas y morales ya citadas. Pero, lo grave son las consecuencias de los préstamos recibidos: intereses altos, cobros indebidos, cobros dobles, intimidación vía telefónica o personal, amenazas, y; finalmente demandas legales y embargos de bienes, todos esto sumado al estado de indefensión de la víctima, quien suele desconocer los medios de defensa, sus derechos y/o carece de recursos económicos para contratar un abogado que se encargue de su defensa. Por otra parte, en lo pocos casos en que la víctima de usura decide defenderse, se enfrenta al hecho de no tener pruebas de nada, pues carece de recibos o comprobantes de los arbitrarios cobros aplicados a su persona; todo lo anterior tiene relación con los mismos factores: falta de información, ignorancia de la ley y de sus derechos, desconocimiento de la forma en que deben pactarse los convenios o contratos de préstamo o de mutuo con interés y la forma en que deben llenarse los títulos de crédito, en especial los pagarés y las letras de cambio, además de desconocer el hecho de que se deben pedir recibos de las erogaciones realizadas y guardarlos debidamente. La situación se agrava casi de modo insalvable cuando muchas de las victimas firman en blanco pagarés u hojas que luego son convertidas en títulos de crédito, hecho que hace casi imposible la defensa legal. Esto de firmar en blanco constituye uno de los errores de desinformación más lamentables para los ciudadanos que terminan atrapados en  esta práctica deshonesta, y, es un problema que sólo puede combatirse con información constante a la población.

En diciembre de 2005, se hablaba en medios de comunicación locales acerca de que la usura crecía desmedidamente, y se informaba que en esos días la oficina receptora de denuncias de la Procuraduría General de Justicia del Estado, había recibido más de 400 denuncias por este tipo de abusos. Cabe mencionar, que como muchos otros delitos, el porcentaje entre lo que se denuncia y lo que no, es enorme, es decir, la cifra mencionada, a decir de expertos, debió ser sólo una pequeña muestra del volumen real de víctimas. 

Para diciembre de 2006, el Nacional Monte de Piedad,  reportaba lo siguiente:

“..El Sindicato del Nacional Monte de Piedad alertó sobre la proliferación de negocios particulares de préstamo y empeño de valores, las cuales operan "por la libre", sin ninguna regulación por parte de las autoridades, bajo condiciones discrecionales en las que cobran intereses sumamente elevados, en detrimento del patrimonio de los trabajadores.

Un análisis elaborado por este sindicato, revela que ha retomado fuerza la usura en México, mediante empresas privadas que trabajan sin normatividad alguna, representan una competencia desleal para el Monte de Piedad y son inseguras ya que establecen garantías prendarias a su libre arbitrio.

El auge de estos negocios se debe en gran parte a la falta de financiamiento directo de los bancos y el exceso de trámites, señala el documento, y añade que es preciso que las autoridades financieras del país vuelvan los ojos hacia estos negocios, los regulen y eviten que funcionen como una mini banca paralela, o cajas de ahorro y préstamo, sin serlo.

Además, se tiene que crear toda una estructura de supervisión y normatividad de esas casas de préstamo, ya que cuando los trabajadores son engañados y recurren por ejemplo a la Procuraduría Federal del Consumidor, no hay elementos para actuar contra ellas, ya que los contratos que hacen firmar a los interesados contienen cláusulas leoninas y otras que los eximen de toda responsabilidad.

Los intereses que cobran estos negocios particulares están por encima de los bancarios, y muy por arriba de los que ofrece el Nacional Monte de Piedad, sin embargo, recurren a ellos porque la mayoría se asientan en colonias particulares.

Los negocios son redituables además porque tienen muy poca infraestructura y bajo personal, ya que basta con un local comercial "barato", un anuncio espectacular y dos trabajadores para iniciar operaciones que buscan en todo momento la superplusvalía mediante intereses y comisiones, elevadas. Piden, además, facturas de automóviles y casa en prenda y cuando los créditos se vuelven impagables, retienen o incautan los bienes de los particulares, todo ello, sin que las autoridades hayan hecho algo al respecto…”

La proliferación de estos negocios, puede ser atestiguada por todos nosotros de forma visual y simple, por todos lados podemos ver que hay “casas de empeño o préstamo prendario”; quienes en todo caso se quedan con el bien de la persona que hace las veces de pignorante; pero luego de que le hicieron pagar intereses elevados, y que en muchos casos, ajustando y aplicando estos intereses a lo que debió ser el costo real del préstamo, pues éste quedó pagado legalmente tiempo atrás, y la prenda debía ser devuelta a su propietario; cosa que por su puesto, no sucede. En esta tesitura, estas casas de empeño ganan de todas, todas, pues la persona que se esfuerza por pagar, recupera su prenda pero luego de erogar mucho más de lo legal y justo. Después, está el caso del que abona durante meses y finalmente desiste pues no puede más. Aquí la ganancia es doble para la casa de empeño: dinero y el bien dejado en prenda pasan a su propiedad.

Luego están las empresas o negocios llamados financieras; dedicadas a lo mismo, prestar dinero en efectivo a las personas, con la diferencia de que no se trata de préstamos prendarios, sino que se otorgan éstos, bajo supuestos esquemas de buena fe hacia el cliente, cosa que es falsa, en realidad hacen firmar a la víctimas un contrato leonino, con cláusulas de letras pequeñas, y donde ellos, la empresa, lleva todas las de ganar y además, obtiene jugosas ganancias por conceptos como atrasos, gastos de cobranza y recargos  e intereses. Estas empresas ofrecen sus servicios incluso a través del teléfono, pues te llaman para decirte que eres una persona de excelente reputación, que te ofrecen sus extraordinarios servicios financieros, y que consideres que es muy fácil obtener un préstamo con ellos. Pero si alguien les queda mal, las llamadas cambian de tono y se convierten en amenazas y hostigamiento constante. 

Ante esto, algunos (pocos) estados de la República, han hecho un esfuerzo considerable para tratar de meter en cintura a este tipo de negocios, independientemente de que son giros sujetos mayormente a la legislación federal. 

Revisamos la legislación de más de 20 estados, entre ellos: Baja California, Baja California Sur, Sinaloa, Sonora, Distrito Federal, Estado de México, Hidalgo, Tlaxcala, Morelos, Guerrero, Nayarit, Jalisco, Colima, Nuevo León, San Luis Potosí, Durango, Tabasco, Veracruz y Puebla. 

De todos ellos, descubrimos que sólo Baja California y Tlaxcala, contemplaban un ordenamiento para combatir la usura (de las casas de empeño), en el caso de Baja California  se llama Ley que Establece las Bases de Operación de las Casas de Empeño del Estado de Baja California, y en Tlaxcala, es una ley de naturaleza distinta, llamada: Ley para Prevenir y Sancionar la Usura en el Estado de Tlaxcala; ordenamiento de sólo 13 dispositivos, que básicamente lo que hace es regular el delito de usura pero de forma separada a su Código Penal. En el caso de Baja California, es igualmente un ordenamiento limitado, pues se refiere básicamente a las casas de empeño; ya que no debemos olvidar que la usura la ejercen también las financieras, y los particulares. 

Nosotros, en nuestra entidad, contamos con un ordenamiento similar al del estado de Baja California, llamada Ley que Regula las Casas de Empeño en el Estado de Coahuila; cuya naturaleza y ámbito de regulación, están perfectamente definidos en sus primeros artículos; mismos que se citan:

ARTICULO 1°. La presente Ley es de orden público e interés social, y tiene por objeto regular la instalación y funcionamiento de establecimientos cuya finalidad sea ofertar al público la celebración de contratos de mutuo con interés y garantía prendaria.

ARTÍCULO 2°. Son sujetos de esta Ley, las personas físicas y morales que tengan como actividad ofertar al público la celebración de contratos de mutuo con interés y contratos de prenda, a través de las llamadas Casas de Empeño.

ARTÍCULO 3°. Las personas físicas y morales que desempeñen las actividades descritas en el artículo anterior, independientemente de las obligaciones que otras Leyes o reglamentos les impongan, deberán obtener permiso del Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Finanzas para su instalación y funcionamiento.

Este ordenamiento pretende entre otras cosas, regular la instalación, operación y transparencia de las casas de empeño que se instalen en el estado, así como el brindar certeza y claridad a sus contratos, en condiciones justas para los pignorantes, además de establecer un registro y control de las mismas; estableciendo la posibilidad de realizar visitas de inspección a estos negocios (funciones a cargo de la Secretaría de Finanzas), tal y como lo dispone en sus artículos:

ARTÍCULO 47. La vigilancia y supervisión de las operaciones y exacto cumplimiento de la Ley, corresponde a la Secretaría por conducto de los Servidores Públicos o persona que para tal efecto autorice, mediante la práctica de diligencias de inspección o auditoria, conforme a las formalidades previstas en el Código Fiscal para el Estado.

ARTÍCULO 48. Si del resultado de la diligencia de inspección o auditoria, la Secretaría determina infracciones de carácter fiscal cometidas por los Permisionarios, deberá imponer la sanción que corresponda en los términos previstos en el Código Fiscal para el Estado, así mismo procederá igualmente cuando las infracciones cometidas sean a las disposiciones de la Ley. 

ARTÍCULO 49. El Permisionario está obligado a permitir el acceso y facilitar las diligencias de Inspección o auditoría que pretenda realizar la Secretaria siempre y cuando medie mandato legitimo y se lleve a cabo conforme a las formalidades del procedimiento fiscal del Estado…

Sin embargo y, como es le caso de Baja California, si bien estos ordenamientos son positivos, sólo regulan un aspecto del amplio abanico de operación y práctica de la usura: las casas de empeño, sin contemplar otras fuentes como las empresas financieras, o los agiotistas particulares. Igualmente no se atiende el aspecto de la desinformación sobre los riesgos de la usura, los derechos de las victimas de esta práctica, y las medidas de prevención que pueden implementarse al respecto, entre otros rubros que no están contemplados. 

Por su parte, existen leyes federales que de un modo u otro regulan ciertos aspectos de este tipo de negocios:

El Código de Comercio, que regula el aspecto de los tratos mercantiles en nuestro país.

La Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, que establece las bases normativas de los pagarés y las letras de cambio entre otros  documentos de comercio. 

La Ley de Instituciones de Crédito (cuando se refiere a empresas financieras del sistema financiero nacional).

La Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Y;

La Ley Federal de Protección al Consumidor, que precisamente y ante la enorme ola de quejas en todo el país por los abusos de las casas de empeño, motivó que el Congreso de la Unión reformara esta Ley, expidiendo un decreto de reforma a la misma y, al Código de Comercio:

Martes 06 de junio de 2006, publicado en el Diario Oficial de la Federación.

DECRETO por el que se reforman y adicionan diversos artículos de la Ley Federal de Protección al Consumidor y del Código de Comercio.

DECRETO

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA:

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTICULOS DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR Y DEL CODIGO DE COMERCIO.

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 65 Bis y se reforma el artículo 128 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, para quedar como sigue:

Artículo 65 BIS.- Los proveedores personas físicas o sociedades mercantiles no regulados por leyes financieras, que en forma habitual o profesional realicen contrataciones u operaciones de mutuo con interés y garantía prendaria, deberán registrar su contrato de adhesión ante la Procuraduría. Las personas a que se refiere el párrafo anterior no podrán prestar servicios ni realizar operaciones de las reservadas por las leyes vigentes a las instituciones del sistema financiero nacional.

Los proveedores deberán transparentar sus operaciones, por lo que deberán colocar en su publicidad o en todos sus establecimientos abiertos al público, de manera permanente y visible, una pizarra de anuncios o medio electrónico informativo, que tendrá como propósito brindar información a los consumidores sobre los términos y condiciones de dichos contratos. Además deberán informar, el monto de la tasa de interés anualizada que se cobra sobre los saldos insolutos; dicha información deberá resaltarse en caracteres distintivos de manera clara, notoria e indubitable. 

Los proveedores deberán cumplir con los requisitos que fije la norma oficial mexicana que se expida al efecto por la Secretaría, la cual incluirá aspectos operativos tales como las características de la información que se debe proporcionar al consumidor, y los elementos de información que debe contener el contrato de adhesión que se utilice para formalizar las operaciones. Asimismo, deberá contener o permitir obtener para los principales servicios ofrecidos, la suma de todos los costos asociados a la operación.

Artículo 128.- Las infracciones a lo dispuesto por los artículos… 65 y 65 BIS.... serán sancionadas con multa de $479.17 a $1’874,091.79.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 75 fracción X del Código de Comercio, para quedar como sigue:

Artículo 75.- La ley reputa actos de comercio:

I. a IX. ...

X. Las empresas de comisiones, de agencias, de oficinas de negocios comerciales, casas de empeño y establecimientos de ventas en pública almoneda;

XI. a XXV....

TRANSITORIOS

Segundo.- Los sujetos a los que hace referencia el artículo 65 Bis, tendrán un plazo de 90 días naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, para dar cumplimiento a lo dispuesto por el tercer párrafo del citado precepto.

Tercero.- La Secretaría de Economía deberá emitir la Norma Oficial Mexicana a que se refiere el presente Decreto, de conformidad con lo dispuesto por la Ley Federal Sobre Metrología y Normalización…

Cuarto.- Las casas de empeño que estén operando a la fecha de entrada en vigor de este decreto, cuentan con un plazo de seis meses contados a partir de la publicación de la Norma Oficial Mexicana a que se refiere el artículo anterior, para obtener el registro del contrato correspondiente ante la Procuraduría……

El Proyecto de Norma prevista en el Transitorio Cuarto del Decreto, se publicó el día 13 de Febrero de 2007, en el Diario Oficial de la Federación; y, de la misma, se citan los siguientes extractos:

En Coahuila, el delito de Usura se tipifica en el Código Penal de la siguiente forma:

ARTÍCULO 430. PENALIDAD Y FIGURA TÍPICA DE USURA. Se aplicará de seis meses a ocho años y multa de diez a cuatrocientos días: Al que aprovechándose de la apremiante necesidad de una persona, de su ignorancia o notoria inexperiencia realice préstamos en cualquier forma contractual, con intereses superiores a los bancarios; o que obtenga otros beneficios desproporcionados a los usos comerciales, en especie o en servicios, para sí o para otro.

El monto de la reparación del daño, será por lo menos igual a la desproporción del beneficio económico obtenido o de los intereses devengados en exceso, o de ambos, según el caso.

Como podemos apreciar, el gobierno federal, el Congreso de la Unión, y gobiernos locales como el de Coahuila y Baja California, han hecho esfuerzos notables por combatir la usura; pero, no han sido suficientes. 

Es por ello que debemos hacer un plan integral para combatir esta práctica, un plan donde la sociedad misma pueda participar activamente como coadyuvante de las autoridades competentes; por tal motivo en esta iniciativa se contemplan los siguientes aspectos:

A) Crear un fondo que permita a las víctimas contar con una asistencia legal adecuada.

B) Que exista un programa permanente de difusión sobre los riesgos y peligros de la usura, así como de las medidas preventivas y los medios de defensa con que cuenta el ciudadano.

C) Que se monitoree la práctica de la usura en todo el estado, así como las formas en que avanza o se hace presente en los municipios.

D) Que el gobierno del estado, pueda contratar en caso necesario, despachos privados de abogados para defender a las víctimas.

E) Que sea creado un Consejo Ciudadano para el Seguimiento y Vigilancia de la Usura, como organismo que se encargue de hacer monitoreos, recabar información, hacer reportes y en general todo tipo de actividad permitida por la ley a sus integrantes, con el fin de contribuir a combatir esta práctica.

F) Que los ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas competencias, pueda implementar programas publicitarios, y prestar auxilio legal a las víctimas. Y; 

G) Que se vigile adecuadamente a las empresas no sólo de empeño sino a todas las que de un modo o de otro, se dedican al préstamo de dinero para las personas, observando que cumplan con la normatividad federal y local aplicable.

 Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.  SE CREA LA LEY PARA LA PROTECCIÓN DE  LAS VÍCTIMAS DE LA USURA EN EL ESTADO DE COAHUILA.

LEY DE LA PROTECCIÓN PARA LAS VÍCTIMAS DE LA USURA EN EL ESTADO DE COAHUILA.

CAPITULO I 
Disposiciones generales
Artículo 1.-  La presente ley es de  observancia y aplicación general en  todo el Estado de Coahuila.

Artículo 2.- Para efectos de esta ley se entiende por usura  el acto de cobrar intereses superiores a los establecidos por el Banco de México en el momento de celebrar el contrato, pacto, convenio comercial entre dos o más partes. Lo anterior sin importar si se hace entre personas físicas o morales indistintamente. 

Artículo 3.-  Para tipificar el delito de usura, se estará a lo previsto por la legislación penal del Estado de Coahuila.

Artículo 4.- Esta ley será aplicable a todos aquellos que realicen operaciones comerciales de toda naturaleza dentro del territorio del estado de Coahuila y quienes hayan sido víctimas de prácticas usureras dentro del territorio estatal. Para casos distintos a los señalados se procederá conforme a lo que prevengan las leyes civiles y penales del estado.

Artículo 5.- Las instituciones del sistema financiero nacional y estatal y las agrupaciones, sociedades o empresas privadas autorizadas por ley a realizar operaciones mercantiles dentro del territorio estatal, deberán conforme a lo previsto en la legislación vigente, el publicar sus contratos, los intereses, accesorios y recargos que cobrarán en cada una de sus operaciones. 

Las casas de empeño que operan en el estado, deberán observar además de lo anterior, lo que disponga la Ley que Regula las Casas de Empeño en el Estado de Coahuila. 

Artículo 6.- Para lo efectos de esta Leyes entiende por:

A) Interés legal, el que señalan el Código Civil de Coahuila, y el Código de Comercio.

B) Interés del Mercado, el que establece el Banco de México en cada época o periodo determinado.

C) Interés convencional, el que las partes pactan de mutuo consentimiento, sin exceder el interés que rija el mercado en el momento de la operación.

D) Comisión, la cantidad que alguna persona cobra por ejecutar algún encargo o vender mercancía por cuenta ajena.

CAPITULO II 
Reglas de pago
Artículo 7.-  Toda cláusula en un contrato o convenio, incluso los celebrados de forma verbal,  que contenga intereses usurarios será  considerada nula de pleno derecho, tanto para efectos de cobro directo o extrajudicial, como para la ejecución de acciones legales tendientes a lograr el pago de la deuda contraída. 

Artículo 8.-  Los funcionarios judiciales, los administrativos, los miembros del sistema de procuración de justicia, los abogados o cualquier otra persona que con carácter oficial o de gestión acuerde, autorice, decrete, condene, o solicite a otra pagos usurarios, será sancionada según corresponda de acuerdo al Código Penal del Estado de Coahuila, a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales y/o de acuerdo a la ley que sea aplicable en cada caso. 

Artículo 9.- Toda deuda pactada en moneda extranjera, en unidades de inversión, cualquiera que sea su denominación o en especie se solventará entregando al deudor el equivalente en moneda nacional en la fecha de pago. 
Articulo 10.- No obstante lo anterior, si el deudor demuestra que lo que recibió fue moneda nacional, lo solventará pagando la cantidad equivalente al momento de contratación del adeudo. 

Artículo 11.- Los jueces, al condenar por obtener ventajas usurarias deberán  fijar la reparación del daño tomando como base la pérdida inmediata y la ganancia inmediata obtenidas; si lo último no pudiese ser probado en su monto preciso, será evaluado con igual apreciación de las circunstancias del caso, teniendo en cuenta al efecto el valor original de adeudo. 

Artículo 13.-. Toda actividad usuraria obliga  a quien la comete al pago del máximo de las sanciones fiscales correspondientes y a la reparación del daño que proceda conforme a derecho, sin menoscabo de la acción penal que proceda. 

Artículo 14.- Se equipara al delito de usura, el acto de adjudicarse a título de pago de una deuda, un bien mueble o inmueble propiedad del deudor, cuando éste exceda de las reglas previstas en el artículo 6 del presente ordenamiento. 

CAPITULO III 
Del Fondo de Protección a las Víctimas de la Usura
Artículo 15.- Se crea el Fondo de Protección a las Víctimas de la Usura, mediante la creación de un fideicomiso del Gobierno Estatal, y tendrá por objeto:
I.- La prevención y combate de toda acción que pretenda fomentar la práctica de la usura en el Estado de Coahuila.

II. La difusión de publicidad tendiente a ilustrar y educar a la ciudadanía sobre los riesgos y peligros de la usura, así como de sus derechos de defensa ante esta práctica

III.  El apoyo y orientación jurídica para las familias que se encuentren en manos de usureros o en riesgo de perder sus bienes a manos de éstos. 

IV. El financiamiento para créditos que, previo estudio socioeconómico, permitan a las familias o personas víctimas de la usura el contar con recursos para superar su problemática, especialmente en el aspecto legal.

Artículo 16.- El Fondo de Protección a las Víctimas de la Usura se creará con los siguientes recursos:  

I. Con el monto que para tales efectos destine el Gobierno del Estado, de conformidad con la legislación aplicable. 

II. Con  las aportaciones que voluntariamente y en estricta coordinación con el estado, deseen hacer los municipios.

IV. Con el importe del 10% de la cantidad que como reparación del daño o indemnización por daños y perjuicios,  sea fijada en sentencia firme por los jueces, mismos que tendrán el deber de condenar y establecer en cada caso.

CAPITULO IV 
De la operación del Fondo de Protección para las Víctimas de la Usura.
Artículo 17.- En ningún caso las sumas erogadas a título de crédito o de garantías pueden ser usadas para pagos a títulos de intereses o de reembolso de capital o a cualquier otro título en favor del autor del delito. 

Artículo 18.- El Fondo de Protección a las Víctimas de la Usura y los beneficios de esta para sus destinatarios serán debidamente reglamentados por el Gobierno del Estado, y estas disposiciones serán dadas a conocer de forma amplia por los medios que sea posible a toda la ciudadanía. 

Artículo 19.- Independientemente de los recursos del Fondo de Protección para las Víctimas de la Usura, el  Gobierno del Estado, podrá implementar programas por medio de la Defensoría Jurídica Integral,  otras dependencias estatales y/o en coordinación con los municipios para facilitar defensores de oficio a quienes sean víctimas de este delito, y acrediten no tener los recursos mínimos para contratar abogados privados. 

Artículo 20.- Asimismo, y cuando la demanda de defensores de oficio supere de modo evidente la existencia de los mismos, o se encuentren éstos muy sobrecargados de trabajo, el Gobierno del Estado podrá celebrar previa licitación, contratos o convenios con despachos de abogados privados, quienes por tarifas fijas previamente establecidas, y con recursos del Fondo de Protección a las Víctimas de la Usura,  prestarán el apoyo legal necesario a las víctimas.

La contratación de despachos legales para los efectos anteriores, se hará de conformidad con la legislación aplicable en materia de contrataciones y adquisiciones,  y se realizará con  máxima transparencia sin que pueda establecerse opacidad o apartado de información confidencial o reservada en relación a la contratación, operación, funcionamiento, pagos realizados y resultados de cada despacho. 

Los contratos celebrados con los despachos privados, deberán contemplar, además de lo que prevea la legislación aplicable en materia de adquisiciones, licitaciones y contrataciones:

1.- Tarifa  predeterminada y total que se pagará por cada caso o defensa. 

2.- Condiciones del servicio prestado

3.- Limites o alcances máximos de la defensa que se ofrecerá, aclarando hasta qué instancia o recursos legales se llegará en pro de la víctima.

4.- El Compromiso de rendir al Gobierno del Estado un informe detallado de resultados que será público y con una periodicidad de cada tres meses. 

5.- El derecho de la víctima para denunciar ante el Gobierno Estatal, a los miembros del despacho por prácticas deshonestas, negligencia o notoria incompetencia profesional. 

Lo anterior sin perjuicio de lo que proceda conforme a la legislación penal del estado.

6.- La aceptación de que el Gobierno Estatal podrá en cualquier momento rescindir el contrato cuando no se cumpla con los objetivos proyectados, o se detecten irregularidades de cualquier naturaleza en el desempeño del despacho legal. 

CAPITULO V 
Del Consejo Estatal para el Seguimiento y Vigilancia de la Usura en Coahuila
Artículo 21.-  Se crea el Consejo Estatal para el Seguimiento y Vigilancia de la Usura en Coahuila, como organismo ciudadano encargado de observar, vigilar y reportar ante el Gobierno del Estado, y en su defecto ante las instancias correspondientes, la presencia, desarrollo e impacto de las prácticas de usura, para que se tomen las medidas conducentes. Asimismo, podrá realizar informes detallados sobre el proceder y actuar de las autoridades correspondientes cuando se trate de delitos de usura. También podrá proponer medidas o acciones para combatir esta práctica nociva, así como proponer al Gobierno Estatal, modalidades o cambios en la forma en que se asignan los recursos del Fondo para las Víctimas de la Usura. 
Artículo 22.  El Consejo Estatal para el Seguimiento y Vigilancia  de la Usura se compondrá de la siguiente forma:

I.- Un Presidente, que será designado por el Gobernador del Estado;

II.- Un Secretario Técnico, que será designado por el Presidente del Consejo;

III.- Vocales que no serán menos de 5 ni más de 50, que se integrarán previa la designación y, en su caso, invitación y aceptación correspondiente por:

a).- Un representante del Poder Judicial del Estado.

b).- Un representante de la Procuraduría General de Justicia de Coahuila.

c).-  Un representante de todas las asociaciones de consumidores debidamente registradas.

d) Un representante de todos los colegios o asociaciones de abogados, debidamente registradas conforme a derecho. 

e) Tres ciudadanos pertenecientes a la sociedad civil, de honorabilidad y reputación ampliamente reconocidas, quienes serán propuestos por gobernador del estado. Y;

f) Un representante de cada uno de los ayuntamientos que deseen participar, designado por los cabildos correspondientes. 

Cada uno de los miembros contará con un suplente designado por el mismo

Los cargos de los miembros del Consejo serán honoríficos, por lo que no percibirán remuneración alguna.

Artículo 23.-   El Consejo Estatal para el Seguimiento y Vigilancia  de la Usura tendrá las siguientes atribuciones:

I.- Asesorar y emitir su opinión al Ejecutivo del Estado en todo lo referente a la presencia de la Usura en la entidad;

II.- Analizar la problemática relacionada con el tema de la usura, y proponer al Ejecutivo del Estado, las medidas que se estimen necesarias para la solución de este flagelo.

III.- Realizar  estudios, encuestas y cualquier otro medio de valoración que juzguen necesario para identificar y medir el impacto de la usura en la entidad.

IV.- Llevar un registro de  las empresas o negocios que operan en el estado y, que de un modo o de otro, no respeten las leyes en contra de la usura, ni los derechos de los usuarios y consumidores cuando se trate de violaciones relacionadas al cobro indebido de intereses, de comisiones, o de otro tipo de conceptos que pretendan como fin, el obtener un lucro indebido.

El objetivo de este estudio, será reportar a las autoridades competentes dicha información para que procedan según corresponda. 

V.- Proponer al titular del Ejecutivo del Estado las medidas publicitarias necesarias para ilustrar, educar y dar a conocer a toda la población, los riesgos de la usura, sus derechos de defensa y las instancias a donde pueden acudir. 

VI.- Opinar sobre los proyectos o programas que implemente el gobierno estatal o sus dependencias en materia de usura;

VII.-  Colaborar en la medida de sus posibilidades con los ayuntamientos,  cuando éstos participen de forma coordinada con el Gobierno del Estado, en las acciones o programas para la prevención y combate de la Usura. 

VII.-  Emitir opinión sobre la forma en que se usan los recursos del Fondo Estatal para las Víctimas de la Usura. 

IX.-  Proponer en los términos y formas de la Ley de Participación Ciudadana del Estado, las iniciativas o adecuaciones legales que estimen pertinentes para el combate a la usura. Y;

XI.- Las demás que le confieran la presente ley, su Reglamento y otras disposiciones aplicables.

Artículo 24.- A las sesiones del Consejo se podrá invitar a las personas físicas o morales cuya participación se considere conveniente en el análisis de los asuntos que en ella se prevea ventilar. Dichos invitados asistirán, en su caso, con voz pero sin voto.

Artículo 25.- El Consejo celebrará sesiones ordinarias y extraordinarias, previa convocatoria, integrándose el quórum con la asistencia de la mitad más uno de sus miembros, debiendo sujetarse al orden del día previamente formulado.

Las sesiones ordinarias se celebrarán trimestralmente; las extraordinarias cuando para ellas convoque el Presidente del Consejo. 

Artículo 26.- Las atribuciones del Presidente del  Consejo, así como del resto de los integrantes, las sanciones, medidas disciplinarias y modo de llevar el desarrollo de las sesiones se establecerán en el reglamento respectivo. 

CAPITULO VI

De la participación de los municipios en el apoyo a las víctimas de la usura

Artículo 27.- Los ayuntamientos que así lo deseen, podrán coordinarse con el  Gobierno del Estado y/o las dependencias facultadas, con el objeto crear programas o realizar acciones tendientes a combatir la usura en sus jurisdicciones, así como prestar auxilio legal a las víctimas de esta práctica.

Artículo 28.- Sin que se requiera coordinación previa con el estado u otras autoridades, los ayuntamientos podrán: 

I.- Elaborar sus propios programas publicitarios sobre los riesgos y peligros de la usura, así como para difundir los derechos de las víctimas de esta práctica.

II.- Crear programas, fideicomisos o proyectos para prestar auxilio legal a las víctimas de la usura, estableciendo para ello, la reglamentación correspondiente.

III.- Crear, si así lo desean, sus propios consejos ciudadanos para el seguimiento y vigilancia de la usura, en cuyo caso, éstos podrán coordinarse con  el Consejo Estatal para el Seguimiento y Vigilancia de la Usura, para los efectos que se estimen pertinentes. Y; 

IV.- Coordinarse con otros municipios para realizar los fines previstos en este artículo. 

ARTICULOS TRANSITORIOS
Primero. La presente ley entrará en vigor  al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Segundo. En plazo no mayor a 30 días posteriores a la publicación de la presente Ley, se integrará el Consejo para el Seguimiento y Vigilancia de la Usura en el Estado de Coahuila.

Tercero.  En un plazo no mayor a 60 días posteriores a la publicación de esta Ley, el Ejecutivo del Estado deberá publicar el reglamento correspondiente para la función del Consejo que se menciona en el transitorio segundo.

Cuarto.  En el ejercicio fiscal posterior al año en que se publica la presente, se deberá de contemplar la creación del Fondo de Apoyo a las Víctimas de la Usura en el Estado de Coahuila. 

ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila  a  03 de junio 2008
GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.A.N.

“LIC. VICENTE FOX QUESADA”

DIP. JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO.

DIP. CÉSAR FLORES SOSA
DIP. LUIS GURZA JAIDAR. 

DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA
DIP. JORGE ARTURO ROSALES SAADE. 

DIP.  SILVIA GPE. GARZA GALVÁN
DIP. LUIS ALBERTO MENDOZA BALDERAS.

DIP. JOSÉ FRANCISCO CORTÉS
DIP. JESUS MANUEL PEREZ VALENZUELA

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a las Iniciativa  para reformar la Constitución Política del Estado, la Primera Iniciativa  para reformar los artículos 49 y 84, fracción IV, sobre el tramite del informe del Gobernador en su ultimo mes de mandato, propuesta por el C. Dip. Lorenzo Dávila Hernández del Grupo Parlamentario “General Felipe Ángeles”, del Partido de la Revolución Democrática, y la Segunda Iniciativa para reformar los artículos 49  y 84 Fracción IV de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesiones celebradas por el Pleno del Congreso los días 4 de Diciembre de 2007 y el día 27 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, las  Iniciativas a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnaron a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales las Iniciativas para reformar la Constitución Política del Estado, la Primera Iniciativa  para reformar los artículos 49 y 84, fracción IV, sobre el tramite del informe del Gobernador en su ultimo mes de mandato, propuesta por el C. Dip. Lorenzo Dávila Hernández del Grupo Parlamentario “General Felipe Ángeles”, del Partido de la Revolución Democrática, y la Segunda Iniciativa para reformar los artículos 49  y 84 Fracción IV de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 93, 96, 97, 99 fracción I, 100 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que las Iniciativas para reformar los artículos 49  y 84 Fracción IV de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por el C. Dip Lorenzo Dávila Hernández del Grupo Parlamentario “General Felipe Ángeles” del Partido de la Revolución Democrática  y por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional, se basan  entre otras en las consideraciones siguientes:

La Iniciativa presentada por el Dip. Lorenzo Dávila Hernández del Grupo Parlamentario “General Felipe Ángeles” del Partido de la Revolución Democrática señala:

En los últimos años se ha estado discutiendo la necesidad de modificar radicalmente el formato de los informes rendidos por el Titular del Poder Ejecutivo. Se ha sostenido, con razón, que dichos actos no se ajustan al principio republicano de rendición de cuentas y que se asemejan más a formatos monárquicos ya superados por la historia. 

Independientemente de la opinión que se tenga sobre lo anterior, lo cierto es que, con la reforma en materia electoral recientemente aprobada, las próximas elecciones para elegir diputados locales se celebrarán el diecinueve de octubre de 2008, es decir, unos cuantos días después de que el Titular del Poder Ejecutivo del Estado rinda su tercer informe de gobierno. 

Esta particular situación, es decir, el breve lapso de tiempo entre el informe de gobierno y la celebración del proceso electoral, hace indispensable las reformas que proponemos. En líneas generales proponemos: 

Primero. Establecer que el Titular del Poder Ejecutivo del Estado deberá remitir el referido informe al Congreso, suprimiendo la obligación de que asista o concurra personalmente al Congreso del Estado. 

Segundo. En consecuencia, suprimir la sesión solemne del Congreso y disponer que los diputados analicen el informe y emitan su opinión en los términos que, para tal efecto, se establezcan en la Ley Orgánica del Poder Legislativo. 

Tercero. Establecer que el informe deberá ser remitido al Congreso del Estado cada año, dentro de los primeros quince días del mes de febrero, salvo cuando se trate del sexto año de ejercicio, en cuyo caso el informe deberá remitirse en el último mes de mandato. 

Las ventajas que se desprenden del nuevo formato que se propone son múltiples. En primer término, se evita, por un lado, que el informe sea utilizado por la oposición para denigrar, insultar o chantajear al mandatario en turno. Por otro lado, se suprime el informe imperial, evitando el gasto desmedido e injustificado de recursos públicos para ensalzar la figura del mandatario. 

La iniciativa presentada por los Diputados Integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional, señala:

“ EI informe de actividades del Ejecutivo Estatal, comúnmente llamado informe de  gobierno, ha venido evolucionando en Coahuila a lo largo de nuestra vida como entidad federativa en sus dos aspectos más importantes: su ubicación en el calendario, y en el formato de ceremonia donde se presenta. 

Esta dinámica tiene que ver fundamentalmente con nuestra inserción en el contexto  nacional, y con el entorno político que se va generando en la cultura social de la entidad conforme al devenir del tiempo. 


Mucho se ha dicho que nuestro sistema constitucional tiene su origen en una reproducción hibrida del modelo norteamericano y del español. Prueba de ello, es que Guadalupe Victoria en 1824 ya cumplía el mandato y la facultad de presentarse en el Congreso a disertar sobre el estado de la administración pública. En aquellos años el Ministro de Gobierno acompañaba al presidente de la República a detallar el informe presentado.

Por su parte, en la primera constitución  de Coahuila, en 1827, ya se preveía también la presencia del Gobernador en el Congreso, para informar sobre las actividades del aparato público bajo su mando.

La Constitución Federal de 1857 que introdujo normativas mas explicitas en el ámbito federal, no se reflejó en este tema en nuestra Constitución Local, que permaneció intacta en ese sentido hasta que en 1918, el Constituyente Coahuilense que tuvo como responsabilidad adecuar nuestros ordenamientos a la recién promulgada Constitución Federal de 1917, introdujo las reformas que persistieron hasta 1956. 

En el año de 1956, se reformó la Constitución Local, manteniéndose en sus artículos 46 y 49, que el Gobernador del Estado asistiría al Congreso cada día 15 de noviembre a la apertura de las sesiones ordinarias y leería el informe sobre el estado y las necesidades de la Administración a su cargo, con la previsión que de sería ( sic ) cada dos años. 

En todos esos años, el Titular del Poder Ejecutivo Estatal, asistía cada año a leer un largo documento donde se daba cuenta de los programas, obras y acciones realizadas en el ejercicio comprendido.

Mientras tanto la experiencia federal indicaba que los informes debieran alejarse lo más posible de las fechas de las elecciones, dado que la intensidad con la que los partidos participaban en las mismas, y los conflictos que se suscitaban por la inconformidad de los partidos perdedores, terminaban conflictuando la realización de la ceremonia correspondiente, hecho que se presentó a partir de1988. 

Entonces las entidades federativas siguieron desplazando las fechas de los informes, al modificar los inicios de los periodos ordinarios de sesiones. En nuestra entidad se registra una reforma en 1992, quedando establecida la fecha para rendir informe el quince de octubre, día en que se iniciaba el primer periodo ordinario de sesiones. 

Conforme a lo que se establece actualmente en la Constitución Política del Estado, la presentación del informe de gobierno debe hacerse dentro de los primeros quince días del mes de octubre de cada año; en tanto que, por otra parte, en virtud de la reciente reforma electoral aprobada por este Congreso, se ha establecido la celebración de elecciones locales en el mismo mes de octubre, lo cual dará lugar a que exista una gran proximidad entre el acto de entrega del informe de gobierno y el día de la elección, con la posibilidad de que esta coincidencia pueda motivar argumentos en el sentido de que dicho acto ejerza influencia de manera directa sobre los comicios y originar finalmente situaciones como las que se han señalado en el caso del Congreso de la Unión. Por ello la propuesta de promover un cambio en este orden, en aras de fortalecer la democracia de nuestro Estado. 

En este contexto, de manera reiterada han existido pronunciamientos de los diferentes sectores de nuestra comunidad, a través de líderes de opinión, analistas y ciudadanos en general, en el sentido de que el formato vigente para la presentación del informe de la administración estatal es obsoleto, puesto que para el gobernador es prácticamente imposible condensar en la lectura de un documento, un reporte pormenorizado de su administración, y para el congreso resulta también inviable procesar de tal manera la información que se le presenta. 

A esto hay que agregar, que aunque en los últimos años se han incorporado modificaciones en su formato, como el posicionamiento de los Grupos Parlamentarios constituidos al interior del Congreso, y de la representación aun individual de los partidos políticos en el mismo, la ceremonia del informe contenida en una sesión solemne, no satisface el interés ni el gusto ciudadano por la información sobre el ejercicio gubernamental, puesto que de origen -y eso persiste hasta nuestros días- más que una práctica republicana, la ceremonia del informe asemeja un resabio de la época de la preeminencia del Poder Ejecutivo sobre los otros poderes, particularmente el Congreso.

Y además, de que en el actual formato pareciera limitarse la percepción de importancia de las comparecencias ante el Pleno o Comisiones del Congreso, de los encargados de las diferentes áreas del Despacho del Ejecutivo. Ejercicios estos, donde si es posible analizar a fondo la administración en turno, y ponderar, criticar, recomendar o reconvenir al Gobernador sobre sus programas, obras y acciones, a través de sus colaboradores. 

Las comparecencias, tal y como se establecen hoy en la Constitución Local y la Ley Orgánica de nuestro Congreso, de acuerdo a lo contemplado en esta lniciativa, se  deben mantener como hasta ahora. 

La visión modificadora de los Informes de Gobierno se vio reflejada en el escenario federal, el pasado miércoles 30 de abril, cuando la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, aprobó un dictamen presentado por la Comisión de Puntos Constitucionales, mediante el cual se reforma el artículo 69 de nuestra máxima carta magna, determinándose que el Presidente de la República presentará su informe ante el Congreso por escrito, sin que necesariamente tenga que acudir. 

EI referido dictamen fue turnado en la misma fecha a la Cámara de Senadores para su revisión, proceso que se encuentra actualmente en trámite.

La propuesta concreta es, que el Presidente no esté obligado a asistir al Congreso a presentar su informe, y que en cambio, pueda presentar su informe por escrito sin la  necesidad de acudir al Congreso. 

Por su parte, en el marco local existen antecedentes generados en esta legislatura, los que plantean modificar el esquema de la presentación del informe del Gobernador, en base a algunas de las consideraciones que hasta ahora se han venido señalando en el presente instrumento legislativo.

Tomando en consideración lo anterior, y en concordancia con el nivel de madurez política que ha alcanzado la sociedad coahuilense, y que se refleja en su representación popular, y en la relación de esta con el Poder Ejecutivo y el Judicial, así como en atención a la cultura cívica y el interés ciudadano por acceder de maneras más eficientes al informe de las acciones de gobierno, se considera necesario modificar de manera sustancial el marco jurídico que rige este precepto constitucional: el de informar.”  

TERCERO.-  A través del tiempo todos los pensadores que se han ocupado de la división de poderes, han deducido sus principios de una realidad histórica concreta; pero no es sino hasta Locke, y particularmente con Montesquieu, que surge como razón superior para dividir el poder, la necesidad de limitarlo. En efecto, la división de Poderes fue y sigue siendo hasta la fecha la principal limitación interna del Poder Público, que halla su complemento en la limitación externa de las garantías individuales y el reconocimiento de los derechos humanos. 

Sin embargo, de lo anterior no debe pensarse que la división de poderes es absoluta, pues tanto en un sistema parlamentario, como en uno presidencial, existen relaciones entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo. En el primero de dichos sistemas, la actuación del Ejecutivo se encuentra subordinada a la dirección de las Cámaras, que constituyen el Parlamento, y que le da su nombre; en el segundo, denominado presidencial, el jefe del Ejecutivo participa con independencia del Legislativo en la dirección política, designa libremente a sus colaboradores inmediatos, que son los Secretarios de Estado, y es por ello responsable directo de los actos de aquéllos.

No obstante ser nuestro sistema presidencial, constitucionalmente existen rasgos propios de un sistema parlamentario, que vinculan la actuación del Ejecutivo a la del Legislativo; ejemplo de ello es que para suspender garantías individuales requiere de la aprobación del Congreso, que los Secretarios de Estado deben dar cuenta al Congreso, del estado que guardan sus respectivos ramos; sin embargo, en estos casos, su comparecencia no compromete la vida del gabinete, el Secretario va simplemente a informar en nombre del Presidente e ilustrar a las Cámaras, tocante a los hechos a que se refiere el informe de éste.

Así las cosas, en opinión del ameritado constitucionalista citado inicialmente, la presencia del ejecutivo ante el Congreso para rendir su informe de gobierno, obedece más a una razón de cortesía que a una condición jurídico política, ya que la finalidad de información puede cumplirse satisfactoriamente  con la remisión del informe escrito; criterio este que actualmente es objeto de análisis en la Cámara de Senadores, ante la reciente reforma aprobada por la Cámara de Diputados al artículo 69 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Establecido lo anterior, a nivel local, la iniciativa que ahora se estudia y dictamina, plantea el problema de cuando y como el Ejecutivo del Estado, debe rendir su informe ante esta Soberanía.

Por lo que a la primera de las cuestiones se refiere, los artículos 49 y 84 fracción IV, cuya reforma se propone, disponen que dicho informe debe rendirse dentro de los primeros quince días del segundo período ordinario de sesiones; es decir, dentro de los primeros quince días del mes de octubre; empero, conforme a las recientes reformas a la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la elección de Diputados y la de Ayuntamientos se celebrará el tercer domingo de octubre, por lo que razonablemente, como se asienta en la exposición de motivos, el primer acto puede motivar argumentos en el sentido de que ejerce influencia de manera directa sobre los comicios; luego, en aras de la legalidad, transparencia, e imparcialidad que debe caracterizar un proceso electoral en un estado democrático de derecho, como lo es el nuestro, se estima  prudente el cambio propuesto para la fecha del informe a efecto de que tenga verificativo dentro de los diez primeros días del mes de noviembre, cuando el proceso de elección ya ha transcurrido; y, por ende, el informe de gobierno ninguna influencia ejerza sobre los comicios.

Por cuanto a la forma en que el informe debe rendirse y que motiva el segundo aspecto de la reforma a los artículos 49 y 84 fracción IV de la Constitución Política del Estado de Coahuila, como ya se asentó, la presencia del Ejecutivo ante el Congreso, es más un acto protocolario y de cortesía, pues su finalidad es que esta Soberanía tome conocimiento de la actividad del Ejecutivo, a efecto de examinarla  y valorarla en sesiones posteriores y de que el pueblo esté enterado de ello, lo que no se cumple en una sola sesión, como lo previene el formato actual, por lo que la reforma propuesta en el sentido de que el Gobernador del Estado envíe cada año al Congreso, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre, un informe por escrito del estado general que guarda la administración pública estatal, no solo guarda congruencia con la reciente reforma a nivel federal, sino que permite el análisis del documento en sesiones posteriores, con la comparecencia de los Secretarios del Ramo y del Procurador General de Justicia.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, se estima prudente que esta Soberanía apruebe la reforma a los artículos 49 y 84 fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman los artículos 49 y 84 fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 

Articulo 49. EI Gobernador del Estado enviará cada año al Congreso, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre, un informe par escrito del estado general que guarda la administración pública estatal.

Artículo 84. Son deberes del Gobernador:

I a III. . . .

IV. Enviar cada año al Congreso, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre, un informe por escrito del estado general que guarda la administración pública estatal.

V a XIX. . . .

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO. EI presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones legales que se opongan al presente Decreto. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 2 de Junio de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto para expedir la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por las C. C. Diputadas y C. Diputado integrantes de la Comisión de Equidad y Género, Julieta López Fuentes, Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, Silvia Guadalupe Garza Galván, Leticia Rivera Soto y  Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 3 de Junio del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de Decreto para expedir la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por las C. C. Diputadas y C. Diputado integrantes de la Comisión de Equidad y Género, Julieta López Fuentes, Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, Silvia Guadalupe Garza Galván, Leticia Rivera Soto y  Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 93, 96, 97, 99 fracción I, 100 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto para expedir la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por las C. C. Diputadas y C. Diputado integrantes de la Comisión de Equidad y Género, Julieta López Fuentes, Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, Silvia Guadalupe Garza Galván, Leticia Rivera Soto y  Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez, se basa en las consideraciones siguientes:

Eliminar la violencia dentro de nuestra sociedad, representa una dura labor y es uno de los más grandes desafíos de nuestra época. El caso específico de violencia contra las mujeres, es actualmente un tema de discusión en los distintos sectores económicos, sociales y políticos. Los avances logrados en la legislación internacional en materia de defensa y promoción de los derechos de las mujeres, han conseguido dar visibilidad a la desigualdad existente entre los géneros y a las estructuras de opresión que la mantienen como tal. 

Se ha logrado el reconocimiento oficial de la violencia sufrida por las mujeres, considerándola no sólo una forma de discriminación, sino que se extiende hasta el atentado contra derechos como el de la vida, libertad, integridad personal, seguridad y protección judicial consagrados en diversos instrumentos internacionales ratificados por el Estado Mexicano, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, entre otras. Estas normas internacionales fortalecen la obligación del Estado de esclarecer la verdad, hacer justicia y proporcionar reparación a las víctimas, aún cuando sus derechos hayan sido violentados por particulares.

Los acuerdos y tratados internacionales nos permiten entender la violencia hacia las mujeres como aquella que se produce por razón del género y, que no necesariamente se vincula a las relaciones familiares, conyugales o de pareja. Esta nueva forma de concebir a la violencia de género —como un delito contra la integridad y libertad de las mujeres y no como asuntos privados, abrió la puerta a un planteamiento ideológico fundado en la equivalencia de ambos sexos, que dio paso a la intervención de la sociedad y los poderes públicos.

Este problema no se circunscribe a determinados ambientes socioculturales, educativos o económicos. Se produce por igual en todos los niveles y contextos sociales. Afecta todos los ámbitos de nuestra sociedad, tanto en lo individual, familiar, jurídico, laboral y social. Lo anterior nos obliga a diseñar programas y acciones de carácter integral que consideren de forma transversal las diferentes dimensiones en que se presenta.

Para abordar un problema tan complejo, la estrategia debe emplear diversos canales para ser efectiva. Se requiere de un esfuerzo continuo que exige, además de la sensibilización de la sociedad, la intervención multidisciplinaria de distintos operadores sociales: de salud, seguridad, judiciales, educativos, medios de comunicación, entre muchos otros. La prioridad del Estado y la sociedad debe ser terminar con el ciclo de violencia y dotar a las víctimas de las garantías legales y sociales necesarias para hacer efectivos sus derechos. 

El Estado y los municipios no pueden ser ajenos a la violencia de género; ésta representa uno de los ataques más flagrantes a los derechos fundamentales proclamados en la Constitución General de la República y la Constitución del Estado de Coahuila de Zaragoza. Los poderes públicos del Estado tenemos la obligación de adoptar las medidas de acción positiva que sean necesarias para hacer reales y efectivos estos derechos, removiendo los obstáculos que impidan o dificulten su pleno desarrollo.

La intensa labor realizada por diferentes actores en los distintos órdenes de gobierno y en el sector privado, ha llevado a la conciencia y sensibilidad respecto de esta problemática y que, tanto en el ámbito nacional como local, se han puesto en marcha numerosos programas y acciones para hacerle frente, lo cual ha permitido alcanzar una profunda comprensión de su naturaleza y alcance, así como una mejor apreciación de las acciones que pudieran resolver esta situación que se da en los núcleos sociales.

En ese sentido y, en atención al deber del Estado de abatir las desigualdades, injusticias y el rezago social, el Congreso del Estado es congruente con los objetivos de los otros Poderes ya que el Ejecutivo del Estado, a través del Plan Estatal de Desarrollo 2006-2011, dentro del eje denominado Justicia Social para Todos, manifestó su voluntad política de proteger los derechos y la dignidad de las mujeres, ratificando el compromiso de abatir la violencia por condición de género mediante la aplicación de diversos objetivos y estrategias, entre ellos la actualización del marco jurídico de nuestro Estado, para eliminar cualquier forma de discriminación y abuso contra las mujeres. 

En consecuencia, los últimos años hemos trabajado en importantes avances legislativos y administrativos, que impulsan la lucha contra la violencia de género, y buscan el reconocimiento y protección de los derechos y libertades fundamentales de las mujeres. Ejemplo de ello es la creación del Instituto Coahuilense de las Mujeres mediante ley publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el 13 de febrero de 2001; la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Intrafamiliar, publicada el 25 de octubre de 2002; la creación de la Dirección para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila, de fecha 27 de junio de 2006; la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, del 24 de agosto de 2007, la Ley para la Protección de los Derechos y Deberes de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 27 de octubre de 2006; el Decreto por el cual se prohíbe toda clase de Discriminación Laboral en la Administración Pública del Estado de Coahuila, del 02 de febrero de 2007, última en la que destaca la prohibición expresa de negar oportunidades de trabajo por razones de sexo o estado de gravidez; además de reformas a distintos ordenamientos que guardan estrecha relación en la materia y que han incidido en los ámbitos civil, penal, administrativo, social o educativo a través de sus respectivas normas. 

De la misma forma, se ha implementado, en coordinación con las instancias municipales competentes, diversas acciones y programas orientados a afianzar los derechos fundamentales de las mujeres.

Gracias a estos esfuerzos, Coahuila redujo sustancialmente el nivel de violencia de género durante el lapso de dos años (2005 – 2007), pues al inicio de esta Administración, nuestro Estado se localizaba en el séptimo lugar nacional en violencia hacia las mujeres,
 y ala fecha se encuentra en el lugar vigésimo tercero, lo que en números relativos significa bajar de 42.6% a 30.8%
  el total de mujeres que sufren o han sufrido algún tipo de violencia 

Sin embargo, a pesar de estas acciones que nos demuestran un avance en la atención y erradicación a la violencia contra las mujeres, es necesario continuar con los esfuerzos que se llevan a cabo y además, implementar más acciones que nos permitan abatir estas conductas nocivas. En el siguiente gráfico podemos denotar que ésta es una problemática vigente, de necesaria y urgente actuación. 

Para disminuir estas cifras, debemos fortalecer los mecanismos que se llevan a cabo dentro de organismos como el Instituto Coahuilense de las Mujeres y las entidades afines, con el propósito de proporcionar a las mujeres coahuilenses y a aquellas que se encuentren en territorio coahuilense, de una institución en dónde puedan informarse de sus derechos y acudir en busca de apoyo, asesoría, orientación y atención, dentro de un entorno seguro, confidencial, libres de prejuicios y represalias. 

El Estado desempeña un papel fundamental en la construcción y mantenimiento de los roles de género y las relaciones de poder, por lo que debe hacer frente al desafío de transformar las normas sociales y culturares que regulan las relaciones entre hombres y mujeres. La inacción de las instancias de gobierno permite que subsistan leyes y políticas discriminatorias contra las mujeres, que debilitan sus derechos humanos. 

Para abatir esta situación será necesario algo más que el simple reconocimiento formal del derecho de la mujer a una vida sin violencia. Se deben efectuar más acciones y establecer obligaciones concretas de los poderes públicos, tal como los ya vigentes y funcionales dentro de la Administración Pública Estatal, a fin de que ejerzan la debida diligencia para proteger a la mujer contra toda forma de violencia. 
No hay que olvidar la función de las leyes como soporte de la realidad vigente y  motor de cambio. La ley es un instrumento privilegiado que permite dar cobertura y garantía a los movimientos sociales, por la obligatoriedad que impone a determinadas actuaciones y el estudio que desarrolla en torno a nuevos escenarios. 

La ley que se propone servirá como punto de apoyo a la normativa vigente en el Estado que tiene por objeto prevenir toda clase de violencia, a la vez que contribuya a configurar el cambio que hemos de construir para avanzar en el camino de la igualdad entre hombres y mujeres. Se trata de una continuación al proceso iniciado en las últimas décadas que aboga por el reconocimiento y protección de los derechos de las mujeres. 
En definitiva, la Iniciativa de Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia en el Estado de Coahuila de Zaragoza, es un instrumento jurídico necesario para acometer el problema en su integridad, dar respuesta a las múltiples situaciones que se plantean y enmarcar el soporte que las leyes han de dar al cambio del papel de las mujeres en nuestra sociedad.

El contenido de la iniciativa de Ley que se presenta ante esta H. Legislatura, contempla ocho capítulos, en los que destacan los siguientes rubros:

· Acciones para el acceso a las mujeres a una vida libre de violencia;

· El Sistema y el Programa Estatales de acceso a las mujeres a una vida libre de          violencia;

· La atención a víctimas, como la creación de refugios, y

· Los centros de rehabilitación para agresores, entre otros. 

Por lo anteriormente descrito y ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59, fracción I y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como en los artículos 48 fracción V, 181 fracción I y 190 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante esta Honorable Legislatura para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa :

TERCERO.-  La igualdad, desde un punto de vista jurídico, nos dice D. Ignacio Burgoa en su libro “ Las Garantías Individuales ”, se manifiesta en la posibilidad  y capacidad de que varias personas, numéricamente indeterminadas, adquieran los derechos y contraigan las obligaciones derivadas de una cierta y determinada situación en que se encuentran.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en diversos preceptos consagra para los gobernados garantías de igualdad y particularmente en lo que al tema que nos ocupa se refiere, es el caso de considerar el artículo primero, cuyo párrafo segundo prohíbe toda discriminación motivada por razón de género, o cualquiera otra que atente  contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.

Históricamente, a través del desarrollo de la humanidad, por razón de género, la  mujer se ha visto sometida: en la antigua  Roma  estaba sujeta, siendo hija de familia, a la patria potestad, o a la manus, siendo casada, en ambos casos, nada le  pertenecía en propiedad; y, siendo sui jurís, estaba sujeta a tutela perpetua, ya que se le consideraba incapaz;  el Senado Consulto Veleyano,  al prohibirle obligarse por otro buscaba aminorar la figura de la mujer en la vida civil, situación esta que se ha prolongado a través del tiempo incluso hasta nuestros días, en cuanto la mujer ha tenido que librar una dura batalla para acceder a la cultura y para adquirir derechos civiles y políticos, tanto desde el punto de vista activo como pasivo; es decir, el derecho a votar y a ser votada; la Ley Sálica prohibía a las mujeres la sucesión al trono y la universidad estaba vedada para ellas; y, sin ir tan lejos, no ha mucho tiempo, en nuestro propio Estado, conforme al Código Civil, la mujer no podía  desempeñar un empleo, ejercer una profesión, industria oficio o comercio, si perjudicaba la misión que como esposa y madre le confería la ley, y el marido podía oponerse a ello si satisfacía los gastos del hogar, requería de autorización judicial para contratar con el marido y para ser fiadora de él, u obligarse solidariamente con él.

Así las cosas, la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que ahora se estudia y dictamina, no sólo llena un vacío histórico, sino concretiza una garantía individual consagrada en la Constitución, a la que como seres humanos tienen derecho las mujeres.

En efecto, la ley en comento se orienta conforme a los principios de igualdad y de no discriminación, pues con toda claridad establece en el artículo primero  que su objeto es la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres de cualquier edad, en el ámbito público y privado.

Establece como principios rectores, la igualdad jurídica entre hombres y mujeres; el respeto a la dignidad humana de las mujeres, la no discriminación, la libertad de las mujeres  y su integración a la vida democrática y productiva del Estado.

Implementa también la Ley los tipos de violencia a que pueden verse sometidas las mujeres, no en forma taxativa, pues además de las formas expresamente señaladas, establece que deberá considerarse cualquier otra en forma análoga contemplada en las disposiciones legales aplicables, que lesionen o sean susceptibles de atentar contra los derechos humanos de las mujeres.

Se prevé en la ley que las acciones que se lleven a cabo conforme a la misma, tienen por objeto la protección y asistencia a las víctimas o a quienes se encuentren en situación de riesgo de violencia, además de la promoción de su desarrollo integral y su participación en los ámbitos de la vida pública y privada. 

El Sistema Estatal de Acceso a las Mujeres a una Vila Libre de Violencia y el Programa correspondiente, enfatizan la protección integral de los derechos humanos de las mujeres, la información de las leyes y medidas de protección y los recursos jurídicos que las asisten.

Se ocupa también la Ley de la atención a víctimas y de los módulos para ese propósito, así como de los refugios para su cuidado, proporcionando los servicios de hospedaje, alimentación, vestido y calzado, médico, asesoría jurídica y terapia psicológica; y, como complemento de todo lo anterior, se crean centros de rehabilitación para agresores, con atención gratuita y especializada. 

Así mismo  esta comisión dictaminadora  a tomado en consideración el  oficio No CP2R2A.-421.7  signado por la Diputada Liliana Carbajal Méndez, Vicepresidenta de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, mediante el cual se exhorta a los Congresos Estatales a armonizar sus Legislaciones con la Ley General para la Igualdad entre Hombres y Mujeres y La Ley  de Acceso a las mujeres a una Vida Libre de Violencia a mas tardar en el mes de junio del presente año.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, se estima prudente que esta Soberanía apruebe la Iniciativa de Decreto para expedir la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por las C. C. Diputadas y C. Diputado integrantes de la Comisión de Equidad y Género, Julieta López Fuentes, Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, Silvia Guadalupe Garza Galván, Leticia Rivera Soto y  Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez, para quedar como sigue:
ARTÍCULO ÚNICO.- Se crea la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

SECCIÓN PRIMERA

OBJETO Y APLICACIÓN

ARTÍCULO 1. Esta ley es de orden público, interés social y de observancia obligatoria en el Estado de Coahuila y tiene por objeto la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres de cualquier edad en el ámbito público y privado.

Para conseguir el objeto descrito, se establecerán los principios, políticas y acciones destinados a eliminar cualquier tipo de violencia contra las mujeres. 

ARTICULO 2. En todo aquello no previsto en esta ley, será aplicable supletoriamente la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar para el Estado de Coahuila, el Código Civil para el Estado de Coahuila, Código de Procedimientos Civiles, Código Penal para el Estado de Coahuila y demás disposiciones aplicables a la materia, así como las leyes federales vigentes y los tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano.

ARTÍCULO 3. Los principios rectores para el acceso de todas las mujeres a una vida libre de violencia que deberán ser observados en la elaboración y ejecución de las políticas, programas y acciones  son: 

I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

III. La no discriminación;

IV. La libertad de las mujeres, y

V. La integración de las mujeres a la vida democrática y productiva del Estado.

ARTÍCULO 4. La aplicación de la presente ley corresponde al Titular del Ejecutivo del Estado, a través de las entidades públicas estatales que tengan por objeto llevar a cabo acciones relacionadas con el objeto de la presente ley y a las autoridades municipales que para tal efecto sean creadas o facultadas.

ARTÍCULO 5. La mujer tiene derecho, en condiciones de igualdad, al goce y la protección de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural, civil y de cualquier otra índole. Entre estos derechos figuran: 

I. El derecho a la vida; 

II. El derecho a la igualdad; 

III. El derecho a la libertad y la seguridad de la persona; 

IV. El derecho a igual protección ante la ley; 

V. El derecho a verse libre de todas las formas de discriminación; 

VI. El derecho al mayor grado de salud física y mental que se pueda alcanzar; 

VII. El derecho a condiciones de trabajo justas y favorables; 

VIII. El derecho a no ser sometida a tortura, ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

IX. El derecho a la educación;

SECCIÓN SEGUNDA

CATÁLOGO DE DEFINICIONES

ARTÍCULO 6. Se considera violencia contra la mujer a todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada.

ARTÍCULO 7. Se entenderá que la violencia contra la mujer abarca los siguientes actos, aunque sin limitarse a ellos: 

I. La violencia física, sexual, económica, patrimonial y sicológica que se produzca en la familia, incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violación por el marido y cualquier práctica tradicional nociva para la mujer, los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la familia y la violencia relacionada con la explotación; 

II. La violencia física, sexual, económica, patrimonial y sicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada; 

III. La violencia física, sexual, económica, patrimonial y sicológica dondequiera que ocurra.

CAPÍTULO II

LOS TIPOS DE VIOLENCIA

ARTÍCULO 8. Los tipos de violencia contra las mujeres, además de lo previsto  en la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar, se incluyen las siguientes particularidades: 

I. Violencia económica:  también se manifiesta a través de limitaciones encaminadas a controlar el ingreso de las percepciones económicas de las mujeres;
II. Violencia sexual: Es cualquier acto u omisión que atenta o limita el derecho a la libertad y seguridad sexual de la mujer en el ámbito público o privado, independientemente de quien la perpetre, comprendiendo no sólo el acto sexual, sino toda forma de contacto o abuso sexual;

III. Violencia patrimonial: Además se presenta cuando los daños se provocan en los bienes comunes.

Además se considerará cualquier otra forma análoga contemplada en las disposiciones legales aplicables, que lesionen o sean susceptibles de atentar contra los derechos humanos de las mujeres.
ARTÍCULO 9.  Para los efectos de la presente ley se entenderá por: 

I. Acciones afirmativas: Conjunto de medidas de carácter temporal encaminadas a obtener  la igualdad de hecho entre mujeres y hombres, y a erradicar la violencia en contra de las mujeres;

II. Agresor: La persona que inflige cualquier tipo de violencia contra las mujeres;

III. Derechos humanos de las mujeres: Las prerrogativas universales que son parte inalienable, integrante e indivisible de los seres humanos y específicamente los reconocidos para las mujeres en los instrumentos internacionales de la materia, ratificados por el Estado Mexicano;

IV. Entidades Públicas: Los órganos, dependencias y oficinas de los Poderes del Estado, de los municipios y organismos públicos autónomos;

V. Estado: Estado de Coahuila de Zaragoza;

VI. Instituto: Instituto Coahuilense de las Mujeres;

VII. Ley: Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila; 

VIII. Modalidades de violencia: Las formas, manifestaciones o los ámbitos de ocurrencia en que se presenta la violencia contra las mujeres; 

IX. Perspectiva de género: La forma de ver e interpretar los fenómenos sociales que  estructuran la desigualdad entre hombres y mujeres, como base  para generar el desarrollo equitativo entre ambos sexos;

X. Programa Estatal: El Programa estatal para prevenir, atender, asistir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres;

XI. Refugios: Los albergues, centros o establecimientos constituidos por entidades públicas, organismos o asociaciones civiles para la atención y protección de mujeres que han sido víctimas de violencia;

XII. Sistema Estatal: El Sistema Estatal de acceso a las mujeres a una vida libre de violencia, y

XIII. Víctima: La mujer a quien se le inflige cualquier tipo de violencia; 

ARTICULO 10. El Gobierno del Estado y los municipios preverán en sus presupuestos de egresos, los recursos necesarios para promover las políticas, programas y acciones, a favor de la igualdad de oportunidades entre el hombre y la mujer, la erradicación de toda forma de discriminación en contra de la mujer y el acceso a las mujeres una vida libre de violencia.

CAPÍTULO III
DE LAS ACCIONES PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN, ASISTENCIA, SANCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES
ARTÍCULO 11. Las Entidades Públicas deberán condenar la violencia contra la mujer y no invocar ninguna costumbre, tradición o consideración religiosa para eludir su obligación de procurar eliminarla. Del mismo modo aplicarán por todos los medios apropiados y sin demora una política pública encaminada a eliminar la violencia contra la mujer. Con este fin, deberán: 

I. Abstenerse de practicar la violencia contra la mujer;

II. Proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación estatal, sancionar todo acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados por autoridades o por particulares;

III. Denunciar conforme a la legislación civil, penal, laboral y administrativa a fin de que se sancionen y reparen los agravios ocasionados a las mujeres que sean objeto de violencia; 

IV. Garantizar a las mujeres el acceso a los mecanismos de justicia.

V. Elaborar planes de acción estatal y municipal para promover la protección de la mujer contra toda forma de violencia e incluir disposiciones con ese fin en los planes existentes, teniendo en cuenta, según proceda, la cooperación que puedan proporcionar las organizaciones no gubernamentales;

VI. Elaborar, con carácter general, enfoques de tipo preventivo y todas las medidas de índole jurídica, política, administrativa y cultural que puedan fomentar la protección de la mujer contra toda forma de violencia, y evitar eficazmente la reincidencia en la victimización de la mujer como consecuencia de leyes, prácticas de aplicación de la ley y otras intervenciones que no tengan en cuenta la discriminación contra la mujer; 

VII. Garantizar, dentro de un marco de cooperación interinstitucional, que las mujeres objeto de violencia y sus hijos, dispongan de asistencia especializada, como servicios de rehabilitación, ayuda para el cuidado y manutención de los niños, tratamiento, asesoría, servicios, instalaciones y programas sociales y de salud, así como estructuras de apoyo;

VIII. Consignar en los presupuestos del Estado y de los municipios los recursos adecuados para las actividades relacionadas con la eliminación de la violencia contra la mujer; 

IX. Adoptar medidas para que las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley y los funcionarios que han de aplicar las políticas de prevención, investigación y castigo de la violencia contra la mujer, reciban una formación que los sensibilice respecto de las necesidades de la mujer; 

X. Adoptar todas las medidas apropiadas, especialmente en el sector educativo, para modificar las pautas sociales y culturales de comportamiento del hombre y de la mujer y eliminar los prejuicios y las prácticas consuetudinarias o de otra índole basadas en la idea de la inferioridad o la superioridad de uno de los sexos y en la atribución de papeles estereotipados al hombre y a la mujer; 

XI. Promover la investigación, recoger datos y compilar estadísticas, especialmente en lo concerniente a la violencia en el hogar, relacionadas con la frecuencia de las distintas formas de violencia contra la mujer, y fomentar las investigaciones sobre las causas, la naturaleza, la gravedad y las consecuencias de esta violencia, así como sobre la eficacia de las medidas aplicadas para impedirla y reparar sus efectos; se deberán publicar esas estadísticas, así como las conclusiones de las investigaciones; 

XII. Adoptar medidas orientadas a eliminar la violencia contra las mujeres especialmente vulnerables; 

XIII. Integrar y actualizar un sistema de información acerca de la violencia contra la mujer y las medidas adoptadas para poner en práctica la presente Ley; 

XIV. Promover la elaboración de directrices adecuadas para ayudar a aplicar los principios enunciados en la presente Ley; 

XV. Reconocer el importante papel que desempeñan en todo el mundo el movimiento en pro de la mujer y las organizaciones no gubernamentales en la tarea de despertar la conciencia acerca del problema de la violencia contra la mujer y aliviar dicho problema; 

XVI. Facilitar y promover la labor del movimiento en pro de la mujer y las organizaciones no gubernamentales, y cooperar con ellos en los planos local, regional y nacional; 

XVII. Alentar a las organizaciones a las que pertenezcan a que incluyan en sus programas, según convenga, la eliminación de la violencia contra la mujer. 

ARTÍCULO 12. Las acciones que se lleven a cabo con motivo de esta ley y demás disposiciones aplicables, tienen por objeto la protección y asistencia a las víctimas o a aquellas en situación de riesgo de violencia y además promover su desarrollo integral y su participación en los ámbitos de la vida pública y privada. 

ARTÍCULO 13. Las Entidades Públicas deberán contribuir, en sus respectivas esferas de competencia, al reconocimiento y ejercicio de los derechos y a la aplicación de los principios establecidos en la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, de la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar para el Estado de Coahuila, y los Códigos Civil y Penal en materia prevención y erradicación de la violencia en contra de mujeres  y, a este fin, deberán, entre otras cosas: 

I. Fomentar la cooperación internacional, nacional, estatal y municipal con miras a definir estrategias para combatir la violencia, intercambiar experiencias y financiar programas relacionados con la eliminación de la violencia contra la mujer; 

II. Promover reuniones y seminarios encaminados a despertar e intensificar la conciencia de toda la población sobre la violencia contra la mujer; 

III. Fomentar entre el sector público, privado y social la coordinación y el intercambio a fin de abordar con eficacia la problemática  de la violencia contra la mujer; 

IV. Generar, actualizar y analizar información sobre las tendencias y los problemas sociales a fin de realizar diagnósticos, diseñar políticas públicas y examinar las tendencias de la violencia contra la mujer; 

V. Alentar la coordinación entre los sectores público, privado y social a fin de integrar el tema de la violencia contra la mujer en los programas y acciones de gobierno, haciendo especial referencia a los grupos de mujeres particularmente vulnerables a la violencia; 

VI. Promover la formulación de directrices o manuales relacionados con la violencia contra la mujer, tomando en consideración las medidas mencionadas en la presente Ley; 

VII. Cooperar con las organizaciones no gubernamentales en todo lo relacionado con el tema de la violencia contra la mujer. 

ARTÍCULO 14. Las acciones que lleven a cabo el Estado y los municipios, estarán encaminadas a la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres y tendrán como función:

I. Informar y orientar a las víctimas sobre sus derechos y los recursos existentes para la defensa de los mismos;

II. Proporcionar protección inmediata y efectiva por parte de las entidades públicas orientadas a ese fin; 

III. Brindar un trato digno, privacidad y respeto durante cualquier entrevista o actuación como víctima de violencia; 

IV. Otorgar asesoría jurídica gratuita en los asuntos relacionados con la violencia de la cual sea víctima; 

V. Proporcionar asistencia médica y psicológica gratuita para la atención de la consecuencias generadas por la violencia; 

VI. Efectuar acciones de asistencia social que contribuyan a su pleno desarrollo, en coordinación con las entidades correspondientes, según sea el caso; 

VII. Favorecer la instalación y el mantenimiento de refugios para las víctimas y sus hijos;

VIII. Brindar asesoría y educación sobre la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, dirigidos a los agresores;

IX. Evitar que la atención que reciban la víctima y el agresor sea proporcionada por la misma persona y en el mismo lugar; 

X. Favorecer la separación provisional del agresor con respecto a la víctima, protegiendo primordialmente a las víctimas y sus hijos, y

XI. Las demás que establezca esta ley y demás disposiciones aplicables. 

Podrán beneficiarse de las medidas establecidas en la presente ley, además de las víctimas, los menores que se encuentren bajo su patria potestad, guarda o tutela y, en su caso, cualquier otra persona en situación de dependencia de la mujer. 

ARTÍCULO 15.-  Todas las acciones que se realicen con motivo de la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, deberán considerar el idioma, edad, condición social y económica, preferencia sexual, ideología o cualquier otra condición de las mujeres.

CAPÍTULO IV 

EL SISTEMA ESTATAL DE ACCESO A LAS MUJERES   A UNA VIDA LIBRE DE 

VIOLENCIA

ARTÍCULO 16. Se crea el Sistema Estatal de Acceso a las Mujeres a una Vida sin Violencia que tendrá por objeto implementar los esfuerzos, instrumentos, planes, programas, políticas, servicios y acciones interinstitucionales, en coordinación con las instancias y entidades federales y municipales, para la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres. 

ARTÍCULO 17. Para la consecución de los fines del Sistema Estatal, serán materia de coordinación:

I. La prevención de la violencia de género contra las mujeres y la atención especializada a sus víctimas;

II. La capacitación del personal que interviene en las acciones de prevención, atención  y erradicación de la violencia contra las mujeres;

III. Las acciones y programas para la disminución, educación y rehabilitación de los agresores;

IV. El suministro, intercambio y sistematización de todo tipo de información en la materia;

V. Las acciones conjuntas para la protección de las víctimas de violencia, de conformidad con las disposiciones legales e instrumentos en la materia, y

VI. Las demás que sean necesarias para incrementar la eficacia de las medidas y acciones tendientes a erradicar la violencia de género contra las mujeres.

ARTÍCULO 18. El Sistema Estatal se conformará por los integrantes del Consejo Directivo del Instituto Coahuilense de las Mujeres, sin perjuicio de que, cuando se trate de asuntos de su competencia pueda convocarse a:

I. Las entidades federales, estatales y/o municipales, así como los organismos públicos autónomos encargados de aplicar programas en favor de las mujeres en los municipios del Estado;
II. El Presidente de la Junta de Gobierno o el legislador que éste tenga a bien designar, del Congreso del Estado;
III. El Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado o el representante que tenga a bien designar el Consejo de la Judicatura, y
IV. Las organizaciones de la sociedad civil que tengan por objeto, realizar acciones afines a las descritas en esta ley demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 19. La Secretaría Técnica del Sistema Estatal, estará a cargo de la Dirección General del Instituto Coahuilense de las Mujeres y elaborará el proyecto de reglamento para el funcionamiento del mismo y lo presentará a sus integrantes para su consideración y, en su caso, aprobación. 

CAPÍTULO V

 EL PROGRAMA ESTATAL DE ACCESO A LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE

DE VIOLENCIA

ARTÍCULO 20. El Programa Estatal es el instrumento que contiene las acciones, planes y programas que llevarán a cabo las Entidades Públicas de manera coordinada para prevenir, atender y erradicar la violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 21. El Programa Estatal deberá ser congruente con los planes Estatal y Nacional de Desarrollo, así como con los demás instrumentos y disposiciones  aplicables a la materia. Se conformará, por lo menos, con los siguientes elementos:

I. El diagnóstico de la situación de la violencia de género contra las mujeres en el Estado;

II. Los objetivos y metas específicas a alcanzar;

III. Los programas y subprogramas específicos;

IV. Las acciones y estrategias correspondientes, incluyendo aquellas que sean objeto de coordinación o colaboración con la federación, otras entidades federativas e  instituciones públicas o privadas, y 

V. Las entidades responsables de su ejecución.

ARTÍCULO 22. En el Programa Estatal deberán establecerse estrategias y acciones para: 

I. Fomentar el conocimiento y respeto al derecho de las mujeres a una vida libre de violencia;

II. Promover la transformación de los modelos socioculturales de conducta de las personas, incluyendo la propuesta y formulación de programas de educación en todos los niveles y modalidades, a fin de prevenir, atender y erradicar estereotipos que tiendan a fomentar o tolerar la violencia contra las mujeres;

III. Impulsar la capacitación con perspectiva de género del personal a cargo de la procuración e impartición de justicia en el Estado y de aquellos encargados de las políticas de prevención, asistencia, atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, a fin de dotarlos de instrumentos que les permitan realizar su labor con perspectiva de género; 

IV. Proporcionar, a través de las autoridades e instituciones públicas o privadas correspondientes, los servicios especializados y gratuitos para la atención y protección a las víctimas de violencia;

V. Fomentar y apoyar programas de educación pública y privada, destinados a concientizar a la población sobre las causas y consecuencias de la violencia de género contra las mujeres;

VI. Ofrecer a las víctimas de violencia y a sus agresores, el acceso a programas eficaces de educación, rehabilitación y capacitación, de forma tal que les permitan participar plenamente en la vida pública y social; 

VII. Exhortar a los medios de comunicación para que apliquen criterios adecuados de difusión e información que contribuyan al respeto de los derechos humanos de las mujeres; 

VIII. Realizar acciones de investigación, así como la elaboración y recopilación de diagnósticos estadísticos y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra las mujeres, a fin de evaluar la eficacia de las acciones afirmativas para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres; 

IX. Promover la cultura de denuncia de la violencia de género, en el marco de la eficacia de las instituciones, centros de atención y refugios que atienden a las víctimas;

X. Evaluar el cumplimiento de los objetivos propuestos en el propio Programa Estatal;

XI. Diseñar un modelo integral de atención a los derechos de las mujeres que deberán instrumentar las instituciones, los centros de atención y los refugios que atiendan a víctimas, y

XII. Las demás que sean necesarias para incrementar la eficacia de las acciones tendientes a erradicar la violencia de género contra las mujeres.
ARTÍCULO 23. El Titular del Ejecutivo del Estado, por conducto de las entidades estatales correspondientes, procurará la participación de los sectores público, social y privado en la formulación, ejecución y evaluación del Programa Estatal.

ARTÍCULO 24. El Programa Estatal deberá publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y en aquellos medios de comunicación con que cuente el  Ejecutivo del Estado y estará sujeto a evaluaciones  anuales, de acuerdo a lo previsto en la fracción X del artículo 22 de esta ley.

CAPÍTULO VI
DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS EN MATERIA  DE ACCESO   A LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

ARTÍCULO 25. Para cumplir con el objeto de esta ley, el Titular del Ejecutivo del Estado, a través de las entidades estatales correspondientes, tendrá las siguientes atribuciones:

I. Llevar a cabo las acciones, planes y programas que tengan por objeto garantizar el ejercicio pleno del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; 

II. Coordinar a las Entidades Públicas en el seguimiento a las acciones en la materia;  

III. Planear, formular y conducir la política estatal integral desde la perspectiva de género para prevenir, atender, asistir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, en coordinación con las entidades federales, estatales y municipales; 

IV. Vigilar la debida observancia de las disposiciones previstas en esta ley y demás disposiciones que tengan como objeto la promoción y respeto a los derechos humanos de las mujeres; 

V. Elaborar, coordinar y aplicar el Programa Estatal, con apoyo de las demás entidades públicas y privadas que intervengan en las acciones de protección a los derechos de las mujeres; 

VI. Promover la educación y asegurar la difusión y promoción de los derechos de las mujeres, en especial de aquellas que se encuentren en condiciones de marginación o desventaja social y/o económica así como del sector indígena que habite en territorio coahuilense, con base en el reconocimiento de la composición pluricultural del Estado; 

VII. Vigilar que los usos y costumbres de la sociedad no atenten contra los derechos humanos de las mujeres; 

VIII. Elaborar y coordinar los programas de educación y reinserción social con perspectiva de género para los agresores de mujeres; 

IX. Realizar campañas de información sobre los instrumentos, mecanismos y acciones afirmativas en el Estado que tengan como objeto la promoción y respeto a los derechos humanos de las mujeres; 

X. Celebrar, en el ámbito de su competencia, acuerdos de carácter interinstitucional, convenios de colaboración, coordinación y concertación que permitan la consecución del objeto de esta ley y demás disposiciones aplicables; 

XI. Coadyuvar con las entidades públicas y organismos de la sociedad civil dedicados a la atención de víctimas; 

XII. Realizar acciones, estudios y planes que permitan la detección oportuna de los factores que generan la violencia contra las mujeres en la sociedad, a fin de implementar medidas que permitan la disminución de los mismos;

XIII. Promover y realizar investigaciones con perspectiva de género sobre las causas y consecuencias de la violencia contra las mujeres; 

XIV. Impulsar la creación de refugios para la atención y protección de las víctimas, según lo previsto en el Sistema Estatal y en la Sección IV del Capítulo VII de esta ley, y
XV. Las demás previstas en esta ley y demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 26. Las demás entidades, instancias, oficinas y áreas que conforman la Administración Pública Estatal, llevarán a cabo acciones que tengan como fin:

I. Coadyuvar en la promoción y respeto de los derechos humanos de las mujeres y formular acciones que fomenten una cultura de equidad de género;

II. La participación plena de las mujeres en los ámbitos social, económico, cultural, laboral y familiar en igualdad de condiciones  oportunidades;

III. El apoyo, coordinación y coadyuvancia para mantener los instrumentos y acciones encaminadas al mejoramiento del Sistema y Programa Estatales;

IV. La participación y apoyo en las acciones que se lleven a cabo con motivo de acuerdos o convenios de coordinación, colaboración y concertación;

V. El fomento a la capacitación del personal a su cargo en las acciones que tengan como fin promover una vida libre de violencia para las mujeres;

VI. La eliminación dentro de sus programas de estereotipos que discriminen y fomenten la desigualdad entre hombres y mujeres, y

VII. Las demás previstas en la presente ley y demás disposiciones aplicables;

ARTÍCULO 27. La Procuraduría General de Justicia del Estado, además de las atribuciones previstas en los ordenamientos descritos en el artículo 2 de esta ley, deberá coordinarse con las entidades correspondientes para informar sobre el número víctimas atendidas y formar una base de datos.

ARTICULO 28. Los Poderes Legislativo y Judicial del Estado tendrán, además de las previstas en sus propios ordenamientos, las atribuciones siguientes:

I. Impulsar y fomentar el conocimiento y respeto a los derechos humanos de las mujeres con perspectiva de género;

II. Impulsar y elaborar iniciativas de ley y demás acciones tendientes a transformar los modelos socioculturales de conducta de mujeres y hombres; 

III. Capacitar en materia de derechos humanos con perspectiva de género a los miembros de la legislatura, al personal del Poder Judicial, así como al personal de sus respectivas adscripciones y demás funcionarios encargados de las políticas de prevención, atención, asistencia, sanción y eliminación de la violencia contra las mujeres; 

IV. Participar en el Sistema Estatal, así como en la elaboración e implementación del Programa Estatal, y

V. Las demás previstas para el cumplimiento de la ley.

CAPÌTULO VII

LA ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

SECCIÓN PRIMERA

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 29. Las entidades estatales y municipales deberán prestar atención a las víctimas, consistente en:

I. El establecimiento de acciones por medio de las cuales pueda garantizarse su protección;

II. Llevar a cabo las acciones en materia de salud que requieran las víctimas de violencia;

III. Proporcionar a las víctimas la atención psicológica y jurídica de manera gratuita;

IV. Proporcionar un refugio seguro a las víctimas, e

V. Informar a las entidades correspondientes, de los asuntos que deban tener conocimiento, a fin de que se realicen las acciones correspondientes.

ARTÍCULO 30. Las víctimas de violencia tendrán los derechos siguientes:

I. Ser tratadas con respeto a su integridad y al ejercicio pleno de sus derechos;

II. Contar con protección inmediata y efectiva por parte de las Entidades Públicas;

III. Recibir información veraz y suficiente que les permita decidir sobre las opciones de atención;

IV. Contar con asesoría jurídica gratuita;

V. Recibir información, atención médica y psicológica gratuita;

VI. Ser aceptada en un refugio, mientras lo necesite;

VII. Acudir a los refugios con sus hijos en los casos de violencia familiar,y

VIII. Los demás señalados en esta ley y otras disposiciones legales.

SECCIÓN SEGUNDA

LOS MÓDULOS DE ATENCIÓN 

ARTICULO 31. El Instituto Coahuilense de la Mujer, en coordinación con las entidades correspondientes y de acuerdo a lo establecido en el Programa Estatal, establecerá módulos de atención a víctimas en las distintas regiones del Estado, así como dentro de las Entidades Públicas que, por algún motivo tengan intervención en los casos que se presenten por violencia contra las mujeres. 

Dichos módulos tendrán el carácter de ventanilla única y se encargarán de recabar toda aquella información relacionada con el posible acto de violencia, a fin de que ésta sea turnada a las entidades correspondientes, para que se de la atención y servicio necesario a las víctimas. 

ARTICULO 32. El Ejecutivo del Estado, tomará en consideración las medidas   necesarias dentro del Presupuesto de Egresos, a fin de que las entidades correspondientes cuenten con los recursos necesarios para la implementación y operación de los módulos.

ARTICULO 33. Los módulos de atención brindarán auxilio de carácter psicológico y jurídico a las víctimas de violencia y atenderán, canalizarán y darán seguimiento, en su caso, a los casos que se presenten en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables; deberán ser atendidos por personal  debidamente capacitado en la materia.

ARTICULO 34. El Instituto Coahuilense de la Mujer será la entidad responsable de operar los módulos de atención y elaborará el manual operativo de los mismos, el cual deberá someterlo a la consideración y aprobación del Sistema Estatal.

SECCIÓN TERCERA

LA ATENCIÓN VÍA TELEFÓNICA

ARTÍCULO 35. El Instituto Coahuilense de la Mujer será la entidad responsable de brindar atención vía telefónica a las víctimas de violencia con perspectiva de género. Además se encargará de elaborar el manual operativo de este tipo de atención, el cual deberá ser sometido a la consideración y aprobación del Sistema Estatal.

El servicio de atención telefónica a las víctimas tendrá cobertura en todo el Estado, para lo cual, se deberán implementar las acciones y mecanismos que la garanticen.

SECCIÓN CUARTA

LOS REFUGIOS PARA VÍCTIMAS

ARTÍCULO 36. Las Entidades Públicas podrán coordinarse con los sectores social y privado para impulsar la creación de refugios para atender a víctimas de violencia, los cuales estarán distribuidos en las diferentes regiones del Estado.

Los refugios que se constituyan deberán:

I. Participar en el Programa Estatal;

II. Velar por la seguridad de las mujeres que se encuentren en ellos;

III. Proporcionar a las víctimas la atención y capacitación necesaria para su recuperación física y psicológica, a fin de integrarse plenamente en la vida pública, social, privada y, en su caso, laboral;

IV. Proporcionar talleres educativos o de recreación a las personas atendidas; 

V. Dar información a las víctimas sobre las instituciones encargadas de proporcionar asesoría jurídica especializada y gratuita;

VI. Brindar a las víctimas la información necesaria que les permita decidir sobre las opciones de atención;

VII. Realizar las acciones que permitan brindar protección y asistencia a las víctimas que se encuentren en ellos, y

VIII. Las demás que determine el Instituto Coahuilense de la Mujer, esta ley y demás disposiciones legales aplicables. 

Los refugios deberán contar con el personal debidamente capacitado para proporcionar los servicios de protección y atención a víctimas.

ARTÍCULO 37. Los refugios deberán prestar a las víctimas y, en su caso, a los menores que se encuentren bajo su patria potestad y cualquier otra persona que sea dependiente de ella, los siguientes servicios:

I. Hospedaje;

II. Alimentación;

III. Vestido y calzado;

IV. Servicio médico;

V. Asesoría jurídica, y

VI. Terapia psicológica.

ARTÍCULO 38. La permanencia de las víctimas en los refugios no podrá ser mayor a tres meses, a menos que persista su inestabilidad física, psicológica o su situación de riesgo. El personal médico, psicológico y jurídico evaluará periódicamente, para tales efectos, su condición.

ARTÍCULO 39. En ningún caso se podrá mantener a las víctimas en los refugios en contra de su voluntad.

ARTÍCULO 40. Las Entidades Públicas, con la participación que corresponda de los sectores social y privado, promoverán el establecimiento de mecanismos que permitan proveer de los apoyos necesarios a los refugios, a fin de que éstos cumplan con su objeto.

SECCIÓN QUINTA

LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN

ARTÍCULO 41. Cuando una Entidad Pública detecte una conducta susceptible de ser considerada como un acto de violencia contra la mujer y considere necesaria la aplicación inmediata de medidas de protección que, por competencia le correspondan a otras entidades, deberán hacerlo de su conocimiento, a fin de que se brinde la atención correspondiente.

CAPÍTULO VIII

LOS CENTROS DE REHABILITACIÓN PARA AGRESORES 

ARTÍCULO 42. El Estado podrá establecer, en coordinación con los municipios y los sectores social y privado, centros de rehabilitación para agresores, los cuales proporcionarán atención gratuita y especializada.

ARTÍCULO 43. Los agresores acudirán de manera voluntaria a recibir rehabilitación en estos centros, sin perjuicio de las medidas y acciones que deban cumplir, derivadas de mandato de la autoridad competente. 

ARTÍCULO 44. Los centros de rehabilitación para agresores llevarán a cabo las siguientes acciones: 

I. Aplicar y participar, en lo conducente, el Programa Estatal; 

II. Proporcionar a los agresores la atención, rehabilitación y educación que coadyuve a su reinserción en la vida social; 

III. Proporcionar talleres que tengan por objeto motivar y modificar la conducta de los agresores, respecto a los patrones socioculturales que generan en ellos conductas violentas, y 

IV. Contar con el personal debidamente capacitado y especializado en las materias relacionadas con la atención que brindan. 

ARTICULO 45. Los centros de rehabilitación para agresores podrán brindar los siguientes servicios: 

I. Tratamiento psicológico;

II. Hospedaje, alimentación y servicio médico cuando así se requiera.

III. Información jurídica sobre las consecuencias legales de sus conductas, y

IV. Servicios de capacitación que les permitan obtener habilidades para desempeñar una actividad de carácter económico.

DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 46. Nada de lo enunciado en la presente Ley afectará a disposición alguna que pueda formar parte de la legislación federal o estatal o de cualquier otra naturaleza vigente en el Estado de Coahuila y resulte más apropiado a la eliminación de la violencia contra la mujer.

ARTICULO 47. La violencia ejercida contra las mujeres será sancionada en los términos de la legislación civil, penal, administrativa, laboral y demás aplicables. 

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno Estado.

SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al contenido de la presente ley. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 9 de Junio de 2008.
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PROPUESTA CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO PROF. JOSÉ LUIS ALCALÁ DE LA PEÑA, INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JESÚS REYES HEROLES”, EXHORTANDO AL CONGRESO DE LA UNIÓN PARA PERFECCIONAR LOS MECANISMOS EXISTENTES RESPECTO A LA DEFENSA DE LA LIBERTAD DE PRENSA Y LA SEGURIDAD DE LOS COMUNICADORES. 

El suscrito, diputado de la LVII Legislatura de este Honorable Congreso, con fundamento en el artículos 207 de la Ley Orgánica que lo regula, someto a la consideración de este Pleno la siguiente proposición con punto de acuerdo de urgente y obvia resolución, exhortando al Congreso de la Unión para perfeccionar los mecanismos existentes respecto a la defensa de la libertad de prensa y la seguridad de los comunicadores.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS


México sufre el embate de fuerzas que pretenden mermar los derechos a la información y la libertad de prensa, así como a lograr la intimidación de los comunicadores que, a través de los distintos medios masivos de comunicación, se encargan de difundir a todo el país la información sobre lo que ocurre en todos los rincones de nuestro territorio. La capacidad de los ciudadanos de adoptar decisiones correctas, con base a criterios fundados en una buena información, constituye una condición de primer orden en la preservación de  nuestro sistema democrático y una garantía en la defensa de nuestros intereses locales y nacionales. Toda acción destinada a suprimir por medios violentos, ya sean el homicidio, el secuestro, las lesiones, las amenazas o la extorsión, la libertad de los medios de comunicación de masas, o de quienes en ellos laboran, con el propósito avieso de impedir que se informe a la ciudadanía acerca de los eventos que están ocurriendo, constituye una seria amenaza a nuestras libertades fundamentales y un peligro para los intereses de la sociedad mexicana vista en su conjunto.


Como todo país que atravesó por un pasado colonial, aún no muy lejano, aún carecemos de instituciones perfectamente consolidadas y diversificadas, que sean capaces de resistir sin ningún daño los embates contra algunas de nuestras libertades. Por otra parte, existen fuerzas muy poderosas que se interesan en limitar nuestra libertad de expresión e información, con el fin de ocultarnos hechos relacionados con un mal proceder que incide directamente en el detrimento de nuestros legítimos  intereses. Una de esas fuerzas, y de manera muy especial, la constituye el crimen organizado, que en nuestro país adopta numerosas modalidades aún insuficientemente conocidas. Éste es  fundamentalmente, aunque no exclusivamente, una de las principales fuentes de las agresiones que hoy sufren en nuestro país las antedichas libertades.


Nuestro país ha sido señalado, tanto por organismos nacionales como internacionales, incluida la Organización de las Naciones Unidas, como uno de los más peligrosos en el mundo para la libre expresión de los medios de comunicación de masas, y de quienes en ellos laboran. En primer lugar, y sin lugar a ninguna duda, es el más peligroso en este sentido en toda la América Continental. Mientras que según la Sociedad Interamericana de Prensa en los  últimos meses de 2007, murieron por lo menos un total de 13 periodistas en hechos violentos, a causa de su labor en todo el continente, siete de ellos murieron, respectivamente, cada uno en los países de Brasil, Colombia, El Salvador, los Estados Unidos, Haití, Paraguay y Perú, mientras que los seis restantes fueron asesinados solamente en México, cifra que algunos consideran que en realidad se eleva a ocho. Aquí cabe hacer la aclaración de que las cifras de periodistas asesinados, levantados, lesionados, amenazados o cohersionados, no son completamente exactas y coincidentes, ya que las denuncias con las que cuentan los diversos organismos o dependencias nacionales e internacionales que aquí se citan, son variables por una pequeña diferencia, pero en general las cifras tienen la suficiente aproximación para considerarlas válidas.


En este mismo tema, las fuentes existentes señalan que solo durante los años que van del 2000 al 2007, se ha asesinado más periodistas que en las dos décadas anteriores. De 2000 a 2006, los homicidios relacionados con el narcotráfico rebasaron la cifra de 11 mil muertes en toda la República Mexicana, de los cuales por lo menos 31 de ellos correspondieron a periodistas. Debemos entender que, a diferencia de las muertes de periodistas en países en guerra, que cubren los acontecimientos en calidad de corresponsales y reporteros  que pueden morir accidentalmente durante los enfrentamientos armados, en México los periodistas son asesinados deliberadamente y en forma selectiva con el propósito de que no divulguen información a la población del país. Y eso no es todo. Según diversos organismos internacionales, México ocupa el penúltimo lugar en América en lo que se refiere a libertad de prensa, solo seguido por Cuba, tomando en cuenta los niveles de persecución de los que se hace objeto a los periodistas desde alguno de los centros de poder existentes, y no necesariamente desde el Estado. Aunque los periodistas mexicanos en general no sufren las mismas circunstancias, los que cubren las fuentes policiales, especialmente las relacionadas con el narcotráfico, sufren riesgos equiparables a los que sufren los periodistas en Etiopía, Somalia, el Magreb o el Medio Oriente.


En febrero de 2007, representantes de la organización internacional  “Reporteros Sin Fronteras”, llegó a afirmar que, de acuerdo con las cifras de 2006 México era el segundo país del mundo más peligroso para los periodistas, después de Irak, con un saldo de nueve profesionales muertos y tres desaparecidos, superando a las Filipinas, que el año anterior había ocupado el segundo lugar. Solo en Michoacán, donde el gobierno federal había desplegado miles de soldados para el combate al narcotráfico, fueron “levantados” 22 periodistas en este mismo año, de los cuales solo regresaron 20 con vida, mientras que dos de ellos quedaron desaparecidos para siempre., según fuentes nacionales y de la organización internacional “Comité para la Protección de Periodistas, o CPJ, por sus siglas en inglés. Los delitos cometidos contra periodistas con motivo del ejercicio de su profesión en los últimos años, suman cientos y son de naturaleza diversa.


Todo esto nos da un panorama muy general de la situación de los periodistas, al que hay que atender en forma inmediata. Se ha pensado en diversas soluciones a este problema. Uno de ellos consiste en federalizar la legislación aplicable, para lo cual se presentó una iniciativa de reformas en el Congreso de la Unión, y otro lo fue la creación de la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Contra Periodistas (FEADP). No obstante, es preciso señalar algunos puntos en relación a lo anterior. Independientemente de que la federalización de la legislación  en esta materia no constituye ninguna garantía de imparcialidad o eficacia, consideramos que ésta debe mantener libre de prescripción los delitos de homicidio, autoría de desapariciones forzosas y tortura cometidos contra periodistas. Se trata de delitos que deben ser investigados por oficio por parte del Ministerio Público sin depender de que los denunciantes estén continuamente proporcionando pruebas, y sin presumir en primera instancia otras posibles explicaciones de la desaparición de periodistas que hayan estado relacionados con la publicación de denuncias contra personajes u organizaciones que tengan algún tipo de poder. En otras palabras, se trata de obtener una acción más enérgica y decidida el Ministerio Público a este respecto.


En segundo lugar, es necesario establecer mecanismos de vigilancia sobre el desarrollo de estas investigaciones, ya que es sabido que no basta con la mera existencia de la ley y de las instituciones para lograr los objetivos buscados, cuando no existe la voluntad política para lograr su consecución. En estos casos, la presencia de organismo de vigilancia que den seguimiento a estas investigaciones, es una garantía adicional de que las dependencias del Ejecutivo están haciendo correctamente su labor. En relación a la creación de la FEADP, diversos organismos que agrupan a comunicadores profesionales, han coincidido en señalar la falta de operatividad de la misma, acusando al gobierno federal de encubrir su falta de atención por esta problemática. Concretamente, la Relatoría para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, representantes de la Organización de las Naciones Unidas y de otros organismos no gubernamentales, se han manifestado preocupados por la falta de interés del gobierno federal por atender la problemática relacionada con la libertad de expresión y las garantías de los periodistas, señalando que los gobiernos se hacen cómplices por omisión de la impunidad existente. En un sentido similar, se han manifestado conjuntamente la Asociación Mundial de Radios Comunitarias, el Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, el Centro Nacional de Comunicación Social, la Fundación Manuel Buendía, la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos y el Consorcio para el Diálogo Parlamentario y la Equidad.


Estos graves señalamientos, se ven complicados por la hasta ahora inexplicable y repentina dimisión a su puesto, del fiscal recientemente designado al frente de la FEADP, David Vega Vera, que el gobierno federal nunca llegó a clarificar. A esto se aúna la falta de personal y recursos con que cuenta esta dependencia investigadora, que a decir de los comentaristas, todavía el mes de marzo pasado no había logrado llevar a cabo una sola consignación de algunos de los probables responsables del sinnúmero de delitos contra periodistas que aún se encuentran impunes. 

Por otra parte, tampoco debe ignorarse la posibilidad de la  participación de malos elementos gubernamentales en algún atentado contra periodistas, con lo cual la dependencia investigadora, sin un organismo de vigilancia que de seguimiento al desarrollo de sus actividades, puede ser mediatizada por trabas burocráticas de carácter interno en el cumplimiento de sus funciones. 

Otro punto que debe tomarse en cuenta en la posible reforma legislativa que se ha mencionado, es una adecuada conceptualización de los términos. Hoy en día, ya no se trata de proteger la libertad de prensa, sino también, en general, la libertad de expresión y de información a través de todos los medios de comunicación de masas. Ya no se trata estrictamente de periodistas en forma exclusiva, sino en general, de todos los comunicadores que utilizan este tipo de medios para hacer llegar información y opiniones al público mexicano. Hace poco ocurrió la desaparición de dos indígenas triques que se desempeñaban como comunicadoras de una estación local de radio comunitaria, y el vacío legislativo existente no ha permitido que su caso fuera manejado como un delito contra periodistas, por lo cual ahora es necesario ser más precisos, y a la vez más inclusivos, de la conceptualización del periodista-comunicador, y del ámbito de protección que brindaría la reforma propuesta. 


Por todos estos motivos, he considerado necesario presentar el día de hoy un punto de acuerdo ante esta Honorable Soberanía, en uso de las facultades que me otorga el  artículo 207 de la Ley Orgánica que nos regula, y con carácter de urgente y obvia resolución 

ACUERDO

Único: Se haga un atento exhorto al Congreso de la Unión, a fin de que tome en consideración los señalamientos contenidos en la anterior exposición de motivos, para la formulación de una legislación destinada  a la protección de la libertad de información y a la persecución de los delitos cometidos contra los comunicadores. 

Dado en la Ciudad de Saltillo el 10 de junio de 2008

Prof. José Luís Alcalá de la Peña

Diputado de la LVII Legislatura del Congreso del Estado

PROPOSICIÓN CON PUNTOS DE ACUERDO, DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. POR EL QUE EL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA MANIFIESTA SU ADHESIÓN AL DICTAMEN APROBADO POR LA COMISIÓN PERMANENTE DEL CONGRESO DE LA UNIÓN EN RELACIÓN A LA MINA PASTA DE CONCHOS.

Han pasado ya más de 27 meses de la tragedia de Pasta de Conchos y los cuerpos de los 63 mineros fallecidos en la explosión continúan sepultados. Mediante múltiples acciones y en los más diversos foros, los familiares de las víctimas han mantenido la exigencia del rescate de los cuerpos, demostrando no solo la insensibilidad de las autoridades y la empresa, sino además la falsedad de los argumentos esgrimidos para justificar la suspensión del rescate y el sellado de la mina. En estas condiciones y ante la presentación de cuatro proposiciones con puntos de acuerdo, en la sesión celebrada el pasado día 4 de junio del presente año, el Pleno de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, aprobó, por unanimidad, el dictamen presentado por la Tercera Comisión.

Los puntos resolutivos aprobados por la Comisión Permanente señalan:

“PRIMERO.- La Comisión Permanente del Congreso de la Unión, con sustento en lo dispuesto en los numerales 1 y 3 del artículo 45 y en los numerales 1 y 3 del artículo 97 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicita de los Titulares de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y de la Secretaría de Economía, dentro de los 30 días naturales, la siguiente información:

A.
Las condiciones materiales, de riesgo, seguridad e higiene, de la Mina 8 de la Unidad Pasta de Conchos; el avance de los trabajos de rescate de los cuerpos de los mineros sepultados; los estudios realizados para precisar la existencia de riesgos, y, en su caso, el grado de peligrosidad, en la ejecución de los trabajos de rescate; y las razones que han obstaculizado e impedido el rescate mencionado, así como las medidas que se pueden adoptar para superarlos, toda vez que ha sido posible ingresar a la mina para realizar trabajos. 

B.
El resultado de las inspecciones oculares realizadas en la mina en cuestión, indicando la posibilidad y riesgo de realizar nuevas inspecciones que permitan mayor precisión y actualización de las condiciones de seguridad, así como la presencia de gases u otros elementos que sean factores de riesgo, en la Mina 8 de la Unidad Pasta de Conchos. 

C.
Sobre las acciones, autorizaciones u otras gestiones de los representantes de Industrial Minera México, S.A. de C.V., así como la respuesta que haya recibido de cualquiera de las secretarías antes mencionadas en relación al cierre y sellado de bocaminas de la Mina 8 de la Unidad Pasta de Conchos. “

“SEGUNDO.- La Comisión Permanente del Congreso de la Unión, con sustento en lo dispuesto en los numerales 1 y 3 del artículo 45 y en los numerales 1 y 3 del artículo 97 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicita de los Titulares de las Secretarías de Economía y de Trabajo y Previsión Social, que informe a esta Soberanía, dentro de los 30 días naturales siguientes sobre la situación jurídica de la concesión otorgada a Industrial Minera México, S.A. de C.V., para la explotación de la Mina 8, denominada Pasta de Conchos, localizada en el Ejido de Santa María, Municipio de San Juan Sabinas, Estado de Coahuila, y en su caso, si se ha iniciado un procedimiento de cancelación de la concesión minera citada.”

“TERCERO.- La Comisión Permanente del Congreso de la Unión, con sustento en lo dispuesto en los numerales 1 y 3 del artículo 45 y en los numerales 1 y 3 del artículo 97 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicita del Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social que informe a esta Soberanía, dentro de los 30 días naturales siguientes, de la situación jurídica de los procedimientos de reconocimiento y pago de los derechos de los beneficiarios de los 65 mineros que perdieron la vida en la explosión de la Mina de Pasta de Conchos ocurrida el 19 de febrero de 2006, considerando las pensiones de viudez, orfandad o ascendencia, según proceda y determinando montos plazos y demás condiciones pertinentes. Se exhorta a este organismo descentralizado a que se amplíe, en lo necesario, el periodo de gracia, a efecto de que no prescriban las mensualidades por concepto de pensión y pagos de aguinaldos no reclamados a la fecha, así como las demás prestaciones.

Este organismo descentralizado deberá informar igualmente sobre los procedimientos que haya iniciado en contra de Industrial Minera México, S.A. de C.V., y General de Hulla, S.A. de C.V., por irregularidades en la inscripción de los 65 trabajadores mineros de referencia.”

“CUARTO.- La Comisión Permanente del Congreso de la Unión, con sustento en lo dispuesto en los numerales 1 y 3 del artículo 45 y en los numerales 1 y 3 del artículo 97 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicita de los Titulares de las Secretarías de Economía y del Trabajo y Previsión Social, que informe a esta Soberanía, dentro de los 30 días naturales siguientes, sobre los procedimientos instaurados para el pago de indemnizaciones a los beneficiarios de los 65 mineros fallecidos con motivo del siniestro de la Mina 8, de Pasta de Conchos, derivadas del acto de negligencia y omisión atribuible a los funcionarios de ambas dependencias.”

“QUINTO.- La Comisión Permanente del Congreso de la Unión, con sustento en lo dispuesto en los numerales 1 y 3 del artículo 45 y en los numerales 1 y 3 del artículo 97 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicita del Titular de la Procuraduría General de la República, que informe a esta Soberanía, dentro de los 30 días naturales siguientes, sobre el estado que guardan los procedimientos de averiguación previa en relación a la explosión ocurrida en la Mina 8 de Pasta de Conchos el 19 de febrero de 2006, sobre la situación jurídica de los diversos representantes de Industrial Minera México, S.A. de C.V., General de Hulla, S.A. de C.V., Grupo México, S.A.B. de C.V., y de los servidores públicos de las Secretarías de Economía y del Trabajo y Previsión Social, involucrados en estos hechos, así como de las medidas que se hayan adoptado para garantizar la reparación del daño a favor de los beneficiarios de los 65 mineros fallecidos.”

En relación al primer punto resolutivo, se debe precisar que la información requerida es indispensable para determinar con certeza las posibilidades de continuar con el rescate de los cuerpos de los 63 mineros que permanecen sepultados en la mina. Esto es así pues se han presentado diversos testimonios de que, previo al sellado de las bocaminas y una vez que fueron accionados los ventiladores, el nivel de los gases disminuyó al grado de permitir el acceso de técnicos y trabajadores de la empresa a la mina sin equipos especiales, lo que desvirtúa el dictamen presentado con antelación que desaconsejaba continuar con las tareas de rescate. 

Particular relevancia contiene el segundo punto resolutivo, pues después de las investigaciones realizadas por la Comisión Especial de la Cámara de Diputados y de las Secretarías del Trabajo y Economía, es evidente que la empresa incurrió en graves irregularidades en materia de seguridad laboral y, por tanto, la concesión debe ser cancelada.

En el tercer punto resolutivo se solicita información al Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social en relación a la situación jurídica de los procedimientos de reconocimiento y pago de los derechos de los beneficiarios de los 65 mineros que perdieron la vida en la explosión, así como de los procedimientos enderezados por el IMSS en contra de Industrial Minera México, S.A. de C.V., y General de Hulla, S.A. de C.V., por irregularidades en la inscripción de los 65 trabajadores mineros.

En el cuarto resolutivo se solicita información a los titulares de las Secretarías de Economía y Trabajo y Previsión Social, sobre los procedimientos instaurados para el pago de indemnizaciones a los beneficiarios de los 65 mineros fallecidos, derivadas del acto de negligencia y omisión atribuible a los funcionarios de ambas dependencias.

Finalmente, en el quinto punto resolutivo, la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, solicita información al Procurador General de la República en relación al estado que guardan los procedimientos de averiguación previa relativos a la explosión ocurrida en la Mina Pasta de Conchos, lo que permitirá conocer la situación jurídica de los servidores públicos y representantes de la empresa que han sido señalados como responsables.

Por fin, 27 meses después de la explosión, la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, ha dado un paso fundamental en el camino correcto para vencer la impunidad de que han venido gozando los responsables de la tragedia; Por fin, después de múltiples e incansables protestas de los deudos, se obtendrán los datos e informes necesarios para demostrar que es posible el rescate de los 63 mineros cuyos cuerpos permanecen sepultados en la mina 8 de Pasta de Conchos. Por ello, el Congreso del Estado de Coahuila no puede dejar de adherirse a las resoluciones emitidas por la Comisión Permanente y manifestar su absoluto respaldo a los familiares y deudos de los 65 mineros fallecidos en la explosión.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la consideración del Pleno del Congreso del Estado, la siguiente Proposición con Puntos de Acuerdo, misma que solicito sea calificada como de urgente y obvia resolución, para los efectos de ser aprobada en los términos que a continuación se señalan:

PROPOSICIÓN CON PUNTOS DE ACUERDO

PRIMERO.- El Congreso del Estado de Coahuila manifiesta su completa adhesión al Dictamen con Puntos de Acuerdo, aprobado el pasado día 4 de junio de 2007 por la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, en relación a la explosión ocurrida en la Mina Pasta de Conchos, el 19 de febrero de 2006.

SEGUNDO.- El Congreso del Estado de Coahuila manifiesta su solidaridad y apoyo a los familiares de los 63 mineros cuyos cuerpos permanecen sepultados en la Mina Pasta de Conchos y demanda se reanuden los trabajos necesarios para rescatar sus cuerpos.

Saltillo, Coahuila, a 9 de junio de 2008.

DIPUTADO LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LOS DIPUTADOS ALFIO VEGA DE LA PEÑA, RAUL XAVIER GONZALEZ VALDES Y LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE Y LETICIA RIVERA SOTO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JESUS REYES HEROLES” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL,  CON RELACION A “MODULOS DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL”.

CON SU PERMISO DIPUTADO PRESIDENTE.

El Instituto Federal Electoral ha habilitado en distintos lugares de las ciudades módulos con el fin de que a las personas que requieren hacer su trámite de credencial para votar se les facilite su realización, sin embargo, en la práctica ha resultado todo lo contrario y constantemente se reciben quejas al respecto.

En días pasados, un grupo de ciudadanos del municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, hicieron llegar a los Diputados que suscribimos el presente punto de acuerdo su sentida indignación y molestia por el maltrato de que fueron objeto.

Resulta que el día 2 de junio pasado, el personal que atendió el módulo del Instituto Federal Electoral en el Ejido Fraustro, agredió verbalmente a los vecinos, mujeres y hombres que acudieron a realizar el trámite de su credencial para votar.

Son ciudadanos que con mucho sacrificio acudieron al módulo del IFE que tenían más cercano y al estar realizando su trámite se encontraron con que no pudieron realizarlo porque a pesar de haberse informado con anticipación de la documentación que tenían que presentar, resultó que al llegar al módulo el encargado les solicitó papelería que no llevaban como certificados de primaria, secundaria, preparatoria y testigos.

Es decir, después de que los vecinos presentaron actas de nacimiento, comprobantes de domicilio y credencial de elector, con el objeto de actualizar sus datos y renovarla como lo indica la publicidad del IFE, resulta que son requeridos con mucha más papelería que no tienen o que no llevaban consigo, además de que en las respectivas entrevistas los trató con voz altisonante y palabras inadecuadas, restringiendo su trabajo a atender sólo a 15 de las 77 personas que estaban formadas.

No conforme con lo anterior, al cerrar el módulo se burló de la gente diciendo que ni siquiera esas credenciales que había tramitado fueran a salir.

Estamos hablando de ciudadanos de los Ejidos La Sauceda, El Ojito, San Miguel, La Tortuga, Alto de Norias, Pelillal, Cosme y la Leona, que hasta hicieron colecta para irse todos juntos pidiéndole el favor a otro vecino, dejando de comprar el mandado de ese día para poder cumplir con un deber ciudadano.

Es verdaderamente indignante que en estos módulos del IFE nuestra gente tenga que ver su suerte y aceptar malos tratos y humillaciones ante la realización de un trámite que es un servicio otorgado a la ciudadanía.

Por lo anterior, resulta verdaderamente urgente que el Instituto Federal Electoral y su Junta Local Ejecutiva en Coahuila remedien tal situación, capacitando mejor al personal que atiende estos módulos, supervisando y sancionando a aquellos de quienes reciba quejas por parte de los ciudadanos que puntualmente acuden a realizar su trámite.

Se trata de alentar la participación y no de alejarlos del cumplimiento de un deber ciudadano, ya que se tiene conocimiento de que en diversos puntos de las ciudades también se han presentado irregularidades y tratos despóticos.    

Por lo que, con fundamento en los artículos 48, 49, 194, 200 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del  Estado de Coahuila, sometemos a su consideración como de urgente y obvia resolución esta proposición con punto de acuerdo:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO. Que sean enviados sendos exhortos, anexando la presente proposición con punto de acuerdo, a los Titulares del Instituto Federal Electoral y a su Junta Local Ejecutiva en Coahuila, en los que se solicite que en forma urgente presten atención y pongan remedio al maltrato y deficiente servicio que están dando a la ciudadanía las personas asignadas a los módulos de credencialización. Asimismo, que informen a esta soberanía las sanciones impuestas a quienes realizaron esas conductas y den a conocer en diversos medios de comunicación un sitio específico para quejas ciudadanas.

Por el Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional, los Diputados:

ALFIO VEGA DE LA PEÑA

DIP. JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE

DIP. LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES

DIP. LETICIA RIVERA SOTO

DIP. RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉS

PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LOS DIPUTADOS ALFIO VEGA DE LA PEÑA Y LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE Y LETICIA RIVERA SOTO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JESUS REYES HEROLES” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL,  CON RELACION A “SUSPENSION DE LOS MENSAJES DEL GOBIERNO FEDERAL”.

CON SU PERMISO DIPUTADO PRESIDENTE.

En Coahuila ha dado inicio el proceso electoral para la renovación del Congreso del Estado, cuya elección tendrá verificativo el día 19 de octubre del presente año.

Sin embargo, se ha presentado el problema de que mientras las autoridades estatales han sido cuidadosas en respetar la ley, al Estado llegan otras señales de radio y televisión que violan lo dispuesto en la legislación.

Conocemos que hay canales de Monterrey que se ven en Coahuila, asimismo, estaciones de radio de Zacatecas, Durango o Chihuahua que se escuchan en la región, por lo que es necesario por respeto a la Ley Electoral y la ciudadanía suspender todo.

Es responsabilidad del Instituto Federal Electoral, intervenir para bloquear los mensajes que por radio y televisión nos llegan de otros gobiernos estatales y de la Federación, con descarado contenido publicitario de obra pública y programas sociales.

Una característica de la ley es su generalidad, por lo que la ley electoral debe dar un trato igual a todos los partidos políticos que participan, por ello la necesidad de que se apliquen bloqueos a las señales que llegan de otras partes del Estado, ya que si en Coahuila se han respetado la legislación y los tiempos electorales, es necesario que la Federación y otros Estados, actúen en consecuencia a este respeto a la ley y el proceso coahuilense.

El punto es claro y busca el beneficio de todos los partidos políticos con registro en el Estado, ya que la limpieza en el próximo proceso nos importa a todos y siendo que en Coahuila hemos avanzado en cuanto al cambio de la fecha del informe del Gobernador para que sea después de la jornada electoral, la no utilización de la imagen o la voz en los spots publicitarios del Gobierno y los Ayuntamientos, mostrando con ello una gran civilidad política, es indispensable que la federación respete lo que aquí se está haciendo bien.

El Artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es muy claro al señalar: La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que difunden como tales, los poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y entidades de la administración pública y cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público. 

De no respetarse tal disposición y no actuar conforme a derecho, podríamos hablar de una flagrante violación a la Carta Magna y hasta el Instituto Federal Electoral, al ser permisivo u omiso, tendría responsabilidad, cometería delito por dicha transgresión de la norma expresa.

Por lo que, con fundamento en los artículos 48, 49, 194, 200 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del  Estado de Coahuila, sometemos a su consideración como de urgente y obvia resolución esta proposición con punto de acuerdo:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO. Que sea enviado un exhorto al Instituto Federal Electoral en el que se pida que inmediatamente ordene la aplicación de bloqueos a las señales de radio y televisión que llegan a Coahuila y son de difusión o contenido publicitario de obras y gestiones del Presidente de la República, Gobernadores y/o Presidentes Municipales de otros estados, con la finalidad de que no lleguen y ensucien un proceso electoral que en el Estado está siendo respetado de conformidad a la norma constitucional y la Legislación Electoral vigente, en particular en cumplimiento al artículo 134 de la Constitución Federal. 

Por el Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional, los Diputados:

ALFIO VEGA DE LA PEÑA

DIP. JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE

DIP. LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES

DIP. LETICIA RIVERA SOTO














































